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Prólogo 



I

Fernando García Rubio examina en esta obra algunas de las principales competencias sectoriales de la actividad de la Administración que, sin identificarse ni con el urbanismo ni con la ordenación del territorio, inciden en el ejercicio de estas otras competencias, puesto que afectan, con mayor o menor intensidad y claridad, a los usos del suelo, dicho simplificadamente.

Por ello, tal vez no resulte ocioso (para, correspondiendo al inmerecido honor que me ha conferido el autor al encargarme este Prólogo, intentar aportar una mínima utilidad complementaria) profundizar aquí en un aspecto -aludido reiteradamente a lo largo de esta obra- crucial para la eficacia de las Administraciones Públicas, sectoriales y urbanísticas, en el ejercicio de sus competencias concurrentes, cuando han de proyectarse sobre un mismo espacio físico, con ocasión, precisamente, del proceso de establecimiento del nuevo estatuto objetivo del suelo, es decir, de un nuevo planeamiento que lo enmarque. Porque sólo en la medida en que las competencias sectoriales concernidas -sobre muchas de las cuales se efectúa aquí un análisis exhaustivo en el plano sustantivo- se ejerzan coordinadamente con las propias del planificador urbanístico y territorial, los resultados apetecidos por los titulares de aquéllas y por éste se alcanzarán, sintetizándose en la racionalización del proceso, en lo formal, y del orden objetivo que viene a establecerse, en lo sustancial.

II

Durante décadas, en España, una de las asignaturas pendientes en este campo era, precisamente, lograr una eficaz coordinación en el ejercicio de las competencias de ambas clases; ha merecido reiteradamente un claro suspenso; aun mientras estoy escribiendo, en bastantes planos, lo sigue mereciendo: el espectáculo cotidiano, todavía hoy -alborear del noveno año del tercer milenio-, de las carreteras que circundan a nuestras principales ciudades, inundadas desde antes del amanecer en algunos casos por las víctimas de la improvisación y la frívola falta de coordinación de hace décadas (cuando se proyectaban, por un lado, las nuevas urbanizaciones del exterior y, por otro, no se proyectaba nada acorde, en paralelo, en relación con las vías destinadas a distribuir los tráficos de vehículos entre aquéllas y las ciudades de origen, las zonas de trabajo, de estudio, de comercio, etc. ), permite visualizar el coste en términos de calidad de vida (reducción de tiempos dedicados al ocio o a la vida familiar), deterioro ambiental (contaminación atmosférica por la combustión de los vehículos) y derroche energético que ese grave fallo en el funcionamiento de nuestras Administraciones con competencias concurrentes en la materia cometieron en la época de planificación de los nuevos núcleos urbanos en el entorno de las principales capitales afectadas.

Pero, con ser dañoso ya ese resultado, y poderse captar así rápidamente de manera gráfica, no puede olvidarse que la misma enfermedad que ha venido aquejando a la eficacia de nuestras Administraciones Públicas, entendidas a estos efectos -tal como nos precisó tempranamente el Tribunal Constitucional- a modo de completo entramado de los servicios públicos respecto del cual ha de predicarse tal eficacia, se ha patentizado en síntomas tan dolorosos como fueron, todavía en tiempos bien recientes, la anegación -1996- del campamento turístico estival de Biescas (Huesca) por los diversos torrentes agigantados que convergieron a la vez a modo de embudo sobre aquel espacio situado precisamente a sus pies [monumental ejemplo de (des)coordinación entre la Ordenación del Turismo y la Territorial, y, por supuesto, la Hidrológica] o el arrasamiento, poco después de éste, de un barrio entero en Badajoz -1997-, ubicado también estratégicamente (en negativo) en el punto neurálgico de encuentro de varios cauces fluviales que en algún momento estaban llamados a coincidir en sus máximas avenidas: las más de cien personas que perdieron la vida en ambos sucesos revelan con dolorosa crudeza hasta qué punto esa falta de eficacia de un día puede ser fecunda en efectos negativos de la máxima intensidad: porque, obviamente, a ambos sucesos se llegó, porque un día, ese día aciago previo, cuando se otorgó la cobertura administrativa para que en el primer caso se estableciera un camping y en el segundo un polígono de viviendas, faltó un mecanismo de coordinación para que alguna voz -alguna Administración sectorial competente en la materia- alertara sobre la inviabilidad de tal cobertura desde la óptica de los riesgos naturales que se cernían potencialmente sobre ambos espacios físicos; la legislación, simplemente, no lo exigía... 

Pues bien, precisamente, el trámite contemplado hoy en el número 7 del artículo 11 de la flamante Ley de Suelo de 2008 (Texto Refundido aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, LS 2008 en adelante) busca poner un punto final a este triste listado de desaciertos, ya que es, esencialmente, un trámite de «audiencia» interadministrativa, destinado a que todas las Administraciones con competencias concurrentes puedan tener conocimiento de la gestación y contenido del instrumento de planeamiento que eventualmente pudiere afectarles desde la perspectiva del ejercicio de sus propias competencias. Trae causa del artículo 113. 2 LS 1992, si bien ahora se generaliza y extiende su alcance a la tramitación de todo tipo de instrumentos de ordenación territorial y urbanística. Del mismo se infiere también -máxime a tenor del precepto de que proviene- que entre esas Administraciones llamadas a ser oídas deberá estar siempre el Ayuntamiento del Municipio afectado por un eventual instrumento que afectare a su territorio y fuere promovido por una Administración distinta.

III

No obstante, se puede decir que tal trámite de audiencia a las Administraciones Públicas que ostenten competencias sectoriales concurrentes con las de la ordenación urbanística, en los procedimientos aprobatorios de los instrumentos de esta última, está -en lo retórico formal (que otra cosa será la realidad práctica, a que en seguida se va a aludir)- perfectamente interiorizado en la respectiva regulación en todas y cada una de las Leyes urbanísticas integrales hoy vigentes. Igualmente, está generalizada hoy la simultaneidad del mismo con la información pública que se abre tras el primer acuerdo municipal de impulsión del instrumento correspondiente (a título de ejemplo, en la última Ley urbanística integral aprobada, la vasca, 2º inciso del número 5 del artículo 90 LSU).

Ambos extremos son, en el Derecho autonómico contemporáneo, mínimos comunes y compartidos en todo él. Más allá de ellos -previsión del trámite y ubicación de su cumplimentación en paralelo con el de la primera información pública-, hay ya divergencias en cuanto a si dicho trámite se repite en otro momento posterior o, incluso, si se anticipa a una fase previa de la elaboración del instrumento, o, más exactamente, de conformación del modelo urbanístico que se desea plasmar en él, en lo que algunas Leyes autonómicas denominan fase de concertación interadministrativa, hipótesis en la cual, de conseguirse tal concertación en esa fase, puede relevarse al Municipio de la obligación de suscitar con posterioridad este mismo trámite, pues volvería a tener el objetivo alcanzado ya desde ese momento preliminar.

Sin embargo, a despecho de la teoría legal, y los propios principios -de rango constitucional- de racionalidad y de eficacia en la actuación administrativa, que abonarían perfectamente mecanismos como el recién descrito, la realidad en la práctica es que -muchas veces, incluso, sin cobertura normativa expresa- las Administraciones autonómicas -especialmente, al tener la competencia aprobatoria del Plan- obligan a la repetición de este trámite cuando los objetivos del mismo ya están alcanzados -por ejemplo, cuando la aprobación provisional por el Ayuntamiento ya ha interiorizado en el respectivo documento las prescripciones señaladas por las Administraciones sectoriales intervinientes en el proceso-.

En los últimos tiempos, el paradigma de esta desacertada práctica lo representa el «criterio» -casi siempre, no más que eso, sin asidero en norma legal ni reglamentaria- de alguna Dirección General de Urbanismo -o, peor aún, del funcionario encargado de informar el respectivo documento- que, antes de otorgar la aprobación definitiva, y cuando ya prácticamente había agotado el tiempo disponible para ello, decide que debe devolverse a la Corporación municipal para su nuevo envío al órgano ambiental competente a fin de que éste verifique si se han cumplimentado las prescripciones señaladas en su evaluación previa a la aprobación provisional, pese a que esta cumplimentación se acredita y se enfatiza en el documento remitido. Naturalmente, esto supone que se desconoce de manera palmaria por el órgano competente para la aprobación definitiva lo que señala la legislación básica estatal en materia de evaluación ambiental, es decir, la Ley de Evaluación Ambiental Estratégica de Planes y Programas (LEAE, 2006), que exonera por completo al promotor del Plan de tal regreso al órgano ambiental una vez superada la fase de aprobación final en la sede municipal -con absoluto desprecio, pues, de la posición institucional del Municipio, que no tendría necesidad legal alguna de someterse a aquello (y, no excepcionalmente, también, de la propia opinión previa del órgano ambiental concernido, de la misma Administración autonómica que suele tener ya claro el mecanismo de imbricación entre los procedimientos aprobatorios urbanísticos y los de la evaluación ambiental estratégica)-. Y tiene el lamentable efecto de dilatar desesperantemente la tramitación del Plan. Cuando esto sucede en Comunidades donde aún su legislación -la urbanística, la ambiental o ninguna de las dos-, a la sazón, aún no está adaptada a la legislación básica estatal sobrevenida en los dos últimos años en la materia, es fácil imaginar el sentimiento de frustración e impotencia que Ayuntamientos, equipos redactores de los Planes, asesores externos de aquéllos, etc. , experimentan ante semejante tipo de «criterios». Pero ésta es también la realidad que tenemos en la Administración urbanística española, salvo honrosas excepciones de buena práctica. Y el lector avisado, sin duda, la conoce (el no avisado, obviamente, no leerá estas líneas).

IV

En el campo de la ordenación territorial, el panorama normativo autonómico es mucho más desigual, ya que, aun cuan do hay proliferación episódica de legislaciones específicas en la materia (que, en la mayoría de los casos, por cierto, no ha dado paso, sin embargo a ningún instrumento de ordenación territorial global para la Comunidad respectiva), las mismas no se pueden considerar hoy unánimemente adaptadas a las exigencias sobrevenidas por los cambios en la legislación básica estatal del último bienio (hay excepciones de procesos rápidos, e incluso alguno riguroso, de adaptación, como pueden ser los casos de Galicia y de Castilla y León), pero, además, al margen y antes de ello, casi todas aquéllas carecen hoy del desarrollo reglamentario pertinente que permita regular la tramitación de los instrumentos con el detalle necesario para garantizar la exigencia de la coordinación interadministrativa que es la que subyace bajo la del trámite de audiencia específico que prevé el precepto legal ahora glosado (en las pocas que, formalmente, disponen de un desarrollo reglamentario -en el marco de Reglamentos parciales o «completos» de la Ordenación Territorial y Urbanística, como pueden ser los casos de Extremadura y la Comunidad Valenciana, respectivamente-, las referencias a este respecto suelen consistir en reproducción literal de los preceptos legales que venían a desarrollar).

Por ello, no se puede aquí afirmar que el procedimiento aprobatorio de estos instrumentos en todas y cada una de las Comunidades Autónomas (en los casos de Ceuta y Melilla, al constituir los ámbitos de ambas Ciudades Autónomas al mismo tiempo términos municipales únicos, no cabe pensar en instrumentos de ámbito territorial superior, obviamente) respete hoy la exigencia de este trámite. Mucho menos se puede afirmar que haya coincidencia respecto de la fase de tramitación en que el mismo habría de cumplimentarse. Sea como fuere, y por la fuerza vinculante del carácter básico que, al respecto, tiene el precepto estatal que ahora lo impone uniformadamente, es obvio que debe observarse en todo procedimiento de la finalidad descrita, so pena de incurrir en nulidad el instrumento objeto del mismo. Igualmente, por el mismo motivo jurídico, debe imbricarse en la práctica en el mismo procedimiento aprobatorio el conjunto de prescripciones formales y sustantivas de la evaluación ambiental estratégica, vigentes desde la LEAE 2006).

A la vista del Derecho Comparado, igualmente, se puede afirmar que, por lo normal, habrá que atender a la legislación sectorial correspondiente -estatal y autonómica- para determinar si es antes o después de la aprobación provisional cuando debe hacerse, y, subsidiariamente, a la legislación urbanística. Pero lo cierto es que este criterio ha ido siendo cada vez más relativizado por la jurisprudencia, como más adelante será de recordar.

V

Respecto a esta cuestión, es inevitable remitirse a la Disposición Adicional Segunda de la Ley estatal 13/2003, de 23 de mayo, por lo que atañe al régimen de los informes sectoriales emitidos por órganos de la Administración estatal:

«DISPOSICIÓN ADICIONAL SEGUNDA. Colaboración y coordinación entre Administraciones públicas.

1. La Administración General del Estado, las Administraciones de las comunidades autónomas y las entidades locales tienen los deberes de recíproca información y de colaboración y cooperación mutuas en el ejercicio de sus actuaciones de planificación y construcción de obras públicas, según lo establecido por el ordenamiento vigente.

Si los procedimientos de colaboración resultaran ineficaces, y cuando se justifique por la incidencia directa y significativa sobre la actividad económica general, el Estado, en el ejercicio de su competencia exclusiva sobre las bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica, podrá coordinar los planes de obras públicas competencia de las comunidades autónomas con los planes de obras públicas de interés general.

2. La Administración del Estado deberá colaborar con las Administraciones de las comunidades autónomas y las entidades locales a través de los mecanismos de coordinación y cooperación legalmente establecidos, a fin de articular la planificación y construcción de las obras públicas de interés general con los planes de ordenación territorial y urbanística.

En defecto de acuerdo entre las Administraciones públicas, y sin perjuicio de lo previsto en la legislación medioambiental, los planes y proyectos de obras públicas de competencia del Estado prevalecerán sobre cualquier instrumento de planificación u ordenación territorial o urbanística en lo que se refiere a las competencias estatales exclusivas, en cuyo caso las comunidades autónomas y las corporaciones locales deberán incorporar necesariamente en sus respectivos instrumentos de ordenación las rectificaciones imprescindibles para acomodar sus determinaciones a aquéllos.

3. Los planes o instrumentos generales de ordenación territorial o urbanística calificarán los espacios territoriales necesarios para las diferentes obras públicas de interés general del Estado como sistemas generales y serán clasificados de conformidad con su naturaleza, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 9. 1 de la Ley 6/1998, de 13 de abril, sobre Régimen del Suelo y Valoraciones.

4. La Administración General del Estado, en el ejercicio de sus competencias, emitirá informe en la instrucción de los procedimientos de aprobación, modificación o revisión de los instrumentos de planificación territorial y urbanística que puedan afectar al ejercicio de las competencias estatales. Estos informes tendrán carácter vinculante, en lo que se refiere a la preservación de las competencias del Estado, y serán evacuados, tras, en su caso, los intentos que procedan de encontrar una solución negociada, en el plazo máximo de dos meses, transcurrido el cual se entenderán emitidos con carácter favorable y podrá continuarse con la tramitación del procedimiento de aprobación, salvo que afecte al dominio o al servicio públicos de titularidad estatal. A falta de solicitud del preceptivo informe, así como en el supuesto de disconformidad emitida por el órgano competente por razón de la materia o en los casos de silencio citados en los que no opera la presunción del carácter favorable del informe, no podrá aprobarse el correspondiente instrumento de planificación territorial o urbanística en aquello que afecte a las competencias estatales»  (1) .

El precedente número 4, que es el que enlaza directamente con el trámite a que aquí se está prestando atención, se nutre de la abundante jurisprudencia pronunciada en la década anterior, especialmente a propósito de los efectos y alcance de la aprobación de los Planes territoriales y urbanísticos con desconocimiento total o parcial de las eventuales objeciones formuladas por las Administraciones sectoriales, a que más adelante se alude, la cual, a su vez, había tenido en cuenta la doctrina del Tribunal Constitucional sobre el correlativo trámite de coordinación interadministrativa diseñado en las legislaciones estatales de Costas, Puertos y Aeropuertos, por ejemplo, que en su momento había sido cuestionado por presunta invasión ilegítima en el ejercicio de las competencias de ordenación territorial y urbanística.

Pues bien, sólo teniendo cuenta las prescripciones del Derecho básico sectorial estatal -y como en gran medida explica en esta obra Fernando García Rubio-, resultarían exigibles -en los supuestos en que, por las circunstancias concretas del territorio a ordenar fuere pertinente por existir riesgo eventual de afectación de las competencias respectivas- trámites de coordinación con las Administraciones competentes en materia de Aeropuertos, Aeródromos y Helipuertos; Agricultura de Montaña; Aguas; Armas (Campos de Tiro); Carreteras; Costas; Defensa; Transporte y Distribución de Energía Eléctrica y de Hidrocarburos; Instalaciones de Explosivos; Ferrocarriles; Instituciones Penitenciarias; Medio Ambiente; Obras Públicas estatales de interés general; Patrimonio de las Administraciones Públicas; Puertos; Redes Públicas de Telecomunicaciones  (2) . Y téngase en cuenta que este listado de Administraciones a que eventualmente dar traslado de la propuesta de Plan se enuncia sin ánimo de exahustividad, y desde la conciencia de que permanentemente (y, en más de una ocasión, de modo subrepticio, mediante modificación puntual operada en la legislación sectorial al socaire de la aprobación de una norma legal de naturaleza distinta) es objeto de actualización y ampliación.

VI

A lo anterior, hay que añadir el cuadro específico de audiencias a las Administraciones sectoriales dimanante de las exigencias privativas del propio Derecho autonómico, y que cabría diferenciar en dos grupos:

- Trámites de coordinación interadministrativa en relación con materias sobre las cuales en principio la competencia de intervención es exclusivamente autonómica, como pueden ser las de Comercio (Instalación de Grandes Superficies Comerciales); Medio Ambiente -a su vez, descompuesta aquí la coordinación interadministrativa en otros tantos trámites con organismos diversos adscritos todos a ese sector material: Espacios Naturales, Evaluación ambiental previa, Montes, Vías Pecuarias-; Ordenación del Territorio -en relación con las propuestas de ordenación urbanística-; Patrimonio Histórico -a su vez, igualmente, en ocasiones descompuesta a través de varios trámites con otros tantos organismos, según la competencia a salvaguardar (Bienes de Interés Cultural, «Servidumbres» arqueológicas...)-; Policía Sanitaria Mortuoria; Viviendas de Protección, etc. Y 

- Trámites de coordinación interadministrativa en relación con materias sobre las cuales también debe eventualmente pronunciarse, desde su propia perspectiva, la Administración estatal que, a veces, se solapan con las correlativas estatales, provocando la sensación de que el mismo trámite se está duplicando de manera innecesaria (por ejemplo, en materia de Agricultura de Montaña, Aguas, Carreteras, Instalaciones de Transporte y Distribución de Energía Eléctrica, Ferrocarriles o Patrimonio).

Sea como fuere, y en cualquier Derecho autonómico, con independencia del dato -real- de que de manera explícita hoy no aparezca como vigente siempre la exigencia de coordinación interadministrativa en relación con las Administraciones competentes en las materias precitadas, lo incuestionable es que, en el procedimiento aprobatorio de los Planes urbanísticos -y, en su caso, territoriales-, debe garantizarse la coordinación entre la ordenación que se pretende y la proyectada por otras Administraciones Públicas con competencias que inciden sobre el medio físico  (3) .

Aboga por ello, por delante de cualquier otro precepto jurídico-positivo, el mandato constitucional (art. 103. 1 CE), dirigido también a la Administración urbanística, de actuación conforme a los principios de «eficacia» y «coordinación» (la cual es requisito para aquélla) y la doctrina constitucional de que la eficacia se predica del «entero entramado de los servicios públicos», lo que refuerza ese principio-deber de coordinación.

En cierto modo, esa tesis está presente en la jurisprudencia del Tribunal Supremo. Así, a propósito del informe previsto en la Ley estatal de Carreteras (1988) para armonizar la ordenación protectora del dominio público viario y la urbanística, se destaca que el objetivo último es la coordinación interadministrativa, y es irrelevante no haber recabado aquel informe -tendente a producir esa coordinación o armonización de intereses- tras la aprobación inicial, si lo ha sido a la postre antes de la definitiva (STS de 25 de marzo de 1999).

En su virtud, en defecto de normas concretas donde se precise este aspecto, parece lo razonable hacer coincidir el trámite de consulta a esas otras Administraciones cuyas competencias puedan resultar afectadas con el de información pública, como de facto viene a hacer, en la práctica, todo el Derecho autonómico.

Lamentablemente, por la insuficiente regulación de este trámite, han existido y existen todavía muchos casos en que aquellos procedimientos se llevan a cabo descoordinados de estos otros, con resultados perjudiciales para el interés general, como más arriba se recordaba. La legislación urbanística más reciente está poniendo por ello el énfasis en garantizar mecanismos de «concertación» o de «coordinación interadministrativa» donde todos los intereses públicos implicados tengan la posibilidad de ser identificados y ponderados antes de su integración en la ordenación urbanística.

Donde los procedimientos de coordinación no están previstos ni en la legislación urbanística ni en la sectorial, las exigencias constitucionales arriba citadas siguen vigentes. La única diferencia radica en que la Administración sectorial competente ha de realizar un esfuerzo mayor para acreditar que se está incidiendo en el ejercicio de sus propias competencias, explicando en qué medida y cómo las determinaciones urbanísticas propiamente dichas perturban los intereses específicos que aquélla está llamada a salvaguardar  (4) .

VII

Desde el punto de vista jurídico, las consecuencias de la omisión de un informe preceptivo y vinculante de los que corresponde emitir a la Administración sectorial competente son relevantes. Ante todo, la imposibilidad de entender producido el silencio administrativo positivo a efectos de la aprobación tácita del Plan por el mero transcurso de los plazos fijados en cada legislación urbanística, porque siempre se considerará que el expediente está incompleto  (5) . Más allá, y con carácter general y de alcance también a los supuestos de emisión del informe pero desconocimiento puro y simple de sus prescripciones vinculantes por la Administración urbanística destinataria, otra grave consecuencia es la invalidez del Plan en la parte referida a los aspectos que debían haber sido objeto del informe  (6) .

No cabe descartar que, en atención al caso concreto y a la naturaleza de las determinaciones sectoriales que no han podido ser incorporadas al sustraerse el Plan al procedimiento de coordinación interadministrativa, ocasionalmente la consecuencia de ese defecto de tramitación sea la nulidad radical del Plan entero -típicamente, en el caso de Planes que afectan a conjuntos sometidos a algún régimen de protección por su valor cultural, cuando no se ha recabado el informe del órgano autonómico competente en la materia  (7) -.

Cuando lo que se desconoce son objeciones para cuya determinación carece de título constitucional la Administración sectorial que las emite, el resultado, obviamente, es distinto, pues ese desconocimiento no prejuzga ya la invalidez del acto aprobatorio  (8) .

Cabe también la posibilidad (de hecho, es la regla general) de que el control del cumplimiento de la normativa sectorial mediante su intervención en la aprobación de los Planes urbanísticos no se encomiende explícitamente a la Administración competente por razón de la materia, quedando entonces implícitamente deferido ese control (subsumido en el de legalidad) al órgano competente para la aprobación definitiva. Parece superfluo afirmar que también entonces subsiste el deber de coordinar la ordenación territorial y urbanística con la sectorial (por ejemplo, distancias a núcleos de población que deben guardar los cementerios)  (9) , y que el incumplimiento de tal deber es sancionable con la invalidez (en principio, parcial) del Plan  (10) .

VIII

Acerca de la mayor parte de las competencias sectoriales concernidas, en lo sustantivo, versa la obra de Fernando García Rubio que tiene el lector en sus manos.

El tema es tratado por el autor con su personal estilo, para el que yo ahora mismo el primer adjetivo que encuentro es el de desbordante, pues da buena cuenta de los principales rasgos que lo definen.

Las propias connotaciones y el campo semántico de despliegue de esa voz me han llevado a otra imagen, de una exitosa exposición recién celebrada en Madrid -albergada con gran acierto por el Ayuntamiento capitalino-, del pintor Tretyakov, ucraniano, de padre ruso, detentador del apellido que da nombre al Museo moscovita más selecto de la pintura nacional, y cuyos cuadros cuelgan hoy de envidiadas colecciones de Buenos Aires, Nueva York o Moscú... 

(Hay todavía personas -entre quienes me cuento- que, simplemente, buscan, buscamos, la belleza y la satisfacción estética en las obras de arte -un objetivo tremendamente arcaizante, pues su origen está en las Cuevas de Altamira, y aun antes, y luego fue perseguido por personajes tan antiguos como Miguel Ángel Buonarrotti, Diego Velázquez o Francisco de Goya-, y no atormentarse frente a ellas con las disquisiciones de los eruditos en la materia en torno al el significado oculto de los trazos enigmáticos lanzados sobre el lienzo por el pintor en un arrebato de su genialidad sólo accesible para aquéllos; seremos una especie en extinción, o amenazada de serlo, seguramente, aunque no estemos en ningún Catálogo administrativo de los que las registran, a los efectos hipotéticos de su protección: esto será porque, aunque todas las especies en extinción sean iguales ante la ley, hasta en ellas se comprueba que unas son más iguales que otras, como nos habría recordado Orwell...).

Fernando García Rubio, con su obra, me ha recordado a Tretya-kov, pero, en particular, por uno de sus lienzos, titulado Agua entre las Peñas: en éste, el caudal se desliza vertiginoso sobre un cauce secular, pero el desnivel del terreno y las rocas precipitadas sobre él, provocan que el agua desborde sin control los límites históricos, inunde los márgenes, salte sobre las piedras proyectando infinitas ráfagas hacia el entorno circundante... (Tretyakov es un excelente paisajista, del paisaje natural y del urbano, para el que cuenta con el decisivo -y raro entre los artistas- bagaje de una titulación en Arquitectura; se puede decir que nos transmite su relectura de la realidad circundante con sus pinceladas, brindándonos múltiples detalles que nos habían pasado desapercibidos; su paisaje no es realista ni hiperrealista ni fotorrealista; es, simplemente, el paisaje real visto por sus ojos y contado por sus pinceles; y resulta así re-creado, potenciado en su gama de colores, enriquecido por otros ingredientes que en la pura foto no se pueden captar -semejantes a esas otras perspectivas, sectoriales, que han de conjugarse con el urbanismo para que resulte una ordenación racional-: la velocidad de los vehículos que surcan las vías, el ímpetu del viento contra los viandantes, el enseñoreamiento de la noche sobre la ciudad, la rabiosa libertad que disfruta la corriente cristalina bajo la bóveda verde...): el agua -decía más arriba, y de ahí la conexión entre ese pintor y este autor- es el caudal de conocimiento del autor de esta obra, potente, en permanente regeneración actualizadora, un eterno retorno -al gusto de Heráclito- sobre lo ya estudiado y asimilado en constante enriquecimiento con las nuevas aportaciones de los estudios posteriores; las ideas y los datos, hijos de aquél, fluyen con tal fuerza y rapidez que no hay cauce formal que los retenga; se desbordan a veces; aquéllos avanzan con más celeridad que las propias palabras en que han de aparecerse ante el mundo, como decía Bécquer de sus pensamientos destinados a cristalizar en forma de rimas; se nota, en definitiva, también, la juventud del autor -el ímpetu entusiasta que le delata-, bajo todo ello; y es que el autor es, en efecto, muy joven, especialmente para la caudalosa producción que viene dando a la luz en los últimos años.

De todo ello se sigue el que poco esfuerzo intelectual hay que hacer para concluir que estamos ante una de las carreras más prometedoras en el Derecho Público español contemporáneo, y que, de ella, un hito, seguramente no el menor, es la obra que el lector tiene ahora en sus manos.

Enrique Sánchez Goyanes

Doctor en Derecho

Abogado especialista en Derecho Administrativo

Profesor Tutor de la Universidad Autónoma de Madrid

Presidente del Consejo Asesor de Práctica Urbanística






	 (1) 

	En este mismo orden, es reseñable la Disposición Adicional Segunda LS 2008 (con origen en la Disposición Adicional Primera LS 1998) que exige el sometimiento de los «instrumentos de planificación territorial y urbanística» a informe vinculante de la Administración General del Estado, «previo a su aprobación», cuando aquéllos «incidan sobre terrenos, edificaciones e instalaciones, incluidas sus zonas de protección, afectos a la Defensa Nacional», para articular así un razonable mecanismo de coordinación entre la ordenación sectorial (protectora del dominio público militar) y la territorial hasta entonces inexistente, como había venido a reconocer tanto la doctrina (cfr. Fernández-Piñeyro y Hernández, Emilio: Régimen jurídico de los bienes inmuebles militares, Marcial Pons, 1. 995, págs. 313-317) como la jurisprudencia (cfr. STS de 29 de junio de 1998, sobre aprobación del Plan Parcial de la playa de Las Teresitas, en Santa Cruz de Tenerife, habiéndose alegado por la representación del Estado desconocimiento de las exigencias protectoras de determinadas zonas de interés para la Defensa Nacional).
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	Sobre los efectos de la omisión de este trámite, y como ejemplo bien reciente, tiene interés recordar aquí que el PGOM de Ourense acaba de ser anulado (Sentencia del Tribunal Superior de Galicia n. º 290, de 17 de abril de 2008), al haberse estimado el vicio consistente en omisión del informe sectorial preceptivo y vinculante en esta materia, durante la tramitación de aquél, uno de los primeros argumentos esgrimidos por el Letrado director del correspondiente recurso -a la sazón, este prologuista, por cuyo motivo no se ha de añadir aquí más-.
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	 (3) 

	Sobre la necesidad de coordinar la ordenación territorial-urbanística con la sectorial, ya se propugnó con vehemencia en Sánchez Goyanes, Enrique (Coordinador): Manual de Derecho Administrativo (II), Colex, 1997, págs. 103-151 (Aguas continentales), 153-189 (Aguas marítimas), 191-209 (Puertos), 211-237 (Carreteras y ferrocarriles), 239-271 (Aeropuertos) y 319-365 (Medio Ambiente).
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	 (4) 

	Cfr. STS de 3 de febrero de 1999, sobre aprobación del Plan General de Getafe (Madrid), habiéndose alegado por el Abogado del Estado vulneración de la legislación protectora del dominio público aeronáutico.
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	Cfr. STS de 27 de noviembre de 1996, sobre aprobación de planeamiento en Puebla de Caramiñal (La Coruña) con omisión del trámite de informe de la Administración de Costas.
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	Cfr. STS de 27 de junio de 1996, sobre aprobación del Plan General del Puerto de Santa María (Cádiz), con desconocimiento de las objeciones emitidas por la Administración de Costas.
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	 (7) 

	Cfr. STS de 8 de octubre de 1998, sobre el PERI de «La Coracha», en Málaga -donde el Tribunal Supremo lleva a cabo una interpretación analógica de los arts. 78. 4 RP y 20. 1 LPH y llega a la conclusión de que es exigible el informe sectorial de la Administración cultural también en el caso de un PERI que afecta a una zona declarada conjunto histórico-artístico, aunque no sea estrictamente un Plan Especial de protección-.
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	Cfr. SSTS de 3 de mayo de 1995 y 10 de octubre de 1997 sobre la aprobación del planeamiento general en los Municipios costeros de Felanitx y Artá (ambos en Baleares), con desconocimiento de las objeciones no vinculantes vertidas en el informe emitido por la Administración de Costas de acuerdo con el art. 112. a) LC. Hay que recordar que este informe no era exigible en la precedente legislación sectorial [SSTS de 25 de abril y 4 de mayo de 1998, sobre los Planes Generales de Laredo y Santander (Cantabria)], circunstancia en la que puede hallarse una razón más para el deterioro experimentado por nuestra costa en las décadas del desarrollismo.
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	Esta prescripción sectorial -art. 50 RPSM- es aplicable no sólo cuando se proyecta una nueva zona residencial en las proximidades de un cementerio sino también cuando se acuerda una ampliación de uno preexistente que lo acerca a una zona residencial (SSTS de 20 de noviembre de 1998 y 22 de marzo de 1999; específicamente, sobre la interpretación extensiva acogida jurisprudencialmente, SSTS de 14 de febrero y 21 de mayo de 1997). En definitiva, y adicionalmente, la calificación de los terrenos que circundan un cementerio es una cuestión de legalidad, para la que es pertinente el control y eventual corrección por el órgano autonómico.
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	Cfr. STS de 21 de mayo de 1997.
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El urbanismo sectorial 



La complejidad de las actuaciones humanas en relación con la ocupación del suelo y el hecho de que las regulaciones de carácter administrativo que la propia actividad del hombre, ha generado en su progresiva evolución a lo largo de la historia, así como la introducción de modalidades tecnológicas diferenciadas y, por supuesto, con especial interés en cuanto a la percepción de realidades económicas diferentes, la diferente plasmación monetaria de esas actividades en los diversos tiempos, hacen necesario precisar el modo de abordar las diversas legislaciones sectoriales en relación con la ocupación del suelo, lo que se ha venido denominado tradicionalmente «urbanismo sectorial».

Este apartado de la materia urbanística y de la ciencia jurídica en general supone la regulación y análisis de un espacio común de conjunción entre la regulación específica del uso del suelo recogida por el derecho urbanístico y las determinaciones de las diferentes legislaciones con incidencia sobre el territorio sin perspectiva urbanística.

Así, por un lado, encontramos técnicas tradicionales, definitorias de la limitación del derecho de propiedad y, por tanto, de los usos del suelo y la edificación, derivados de legislaciones demaniales, fundamentalmente en desarrollo de la habilitación del art. 132 de la Carta Magna, recogidos especialmente en materia de aguas y costas, pero a las cuales se han venido uniendo otros aspectos como los referidos al patrimonio histórico por la Ley 16/1985 estatal y las diversas leyes autonómicas, y los igualmente referenciados a diversas disposiciones de naturaleza medioambiental.

Cabe destacar que igual que la legislación con incidencia sectorial en urbanismo derivada de estos títulos competenciales de carácter fundamentalmente demanial, y especialmente de demanio natural no ha sufrido una gran evolución, sobre todo desde la gran construcción legislativa de los años 80 del siglo XX nucleada en torno a la Ley de Aguas de 1985 y la Ley de Costas de 1988, con las concreciones y puntualizaciones que realizó el Tribunal Constitucional con base en las impugnaciones que se produjeron de dichas Leyes. En el resto de las actividades, entre las cuales el urbanismo tiene incidencia, o las cuales tienen incidencia sobre el urbanismo, dependiendo del punto de vista con que se mire, debemos recoger una constante evolución de situaciones, que requieren, tanto de un estudio diferenciado, como de una regulación, que progresivamente ha sido implantada desde los diversos poderes públicos.

En esa línea debemos destacar que disposiciones clásicas, como la Ley de centros y zonas de interés turístico del año 1963, o disposiciones referidas a algunos aspectos medioambientales, fueron en su día propulsoras de regulaciones administrativas, que posteriormente han generalizado la técnica de incidencia en el urbanismo por vía de legislaciones sectoriales particulares de muy diferentes materias objeto de la actuación administrativa.

Esta incidencia, lógicamente, plantea unos conflictos generales, en cuanto a la prevalencia de normas y regulaciones en torno a competencias concurrentes sobre un mismo espacio físico, y por otra parte genera igualmente la necesidad de estudiar y analizar las peculiaridades de dichas diversas formulaciones legales, doctrinales y en su caso jurisprudenciales, para abordar de forma correcta las diversas situaciones y problemáticas.

El urbanismo y, por tanto, el Derecho urbanístico comprenden, por su actuación sobre el territorio, una pluralidad de realidades que tienen incidencia sobre el espacio y que tradicionalmente han sido abordadas desde el punto de vista jurídico-doctrinal por el que apuntábamos Urbanismo Sectorial.

Este ámbito que tradicionalmente se ha relacionado con la existencia de una competencia concurrente de diversas Administraciones sobre espacios demaniales sometidos a la ordenación urbanística y a la reglamentación propia del demanio correspondiente (aguas, carreteras, montes, costas, etc.) se ha denominado como indicábamos Urbanismo Sectorial, o incidencia de la legislación sectorial sobre el urbanismo.

La regulación de estas materias excede hoy en día, por la motorización legislativa o legislación motorizada (esto es, la proliferación generalizada de normativas específicas sobre cada materia) a dicho ámbito y regulación tradicional. Tanto por la proliferación de normativas reguladoras de sectores novedosos en la actividad humana, que al necesitar ubicarse sobre el territorio exigen de una regulación tanto urbanística como propiamente sectorial de la materia u actividad.

Pero, por otro lado, igualmente debemos destacar que ante la imposibilidad absoluta de legislar en materia urbanística por parte del Estado tras la STC 61/1997 de 20 de marzo (a excepción del Estatuto de la Propiedad Inmobiliaria, el procedimiento común, las expropiaciones, las valoraciones y el régimen registral y de responsabilidad) el Estado ha venido utilizando estos títulos sectoriales para regular materias que en ningún caso habría podido reglamentar desde títulos puramente urbanísticos.

No obstante, el objeto de este trabajo no pretende ser un nuevo análisis del urbanismo sectorial  (1) , sino que partiendo de las nuevas realidades determinadas por la existencia de numerosas reglamentaciones con incidencia en el territorio no abordadas tradicionalmente por nuestra doctrina, pero que en la actualidad tienen una vinculación directa sobre la reglamentación y actividad urbanística, pretendemos analizar una serie de sectores o reglamentaciones administrativas con incidencia directa sobre urbanismo, en cuestiones que pese a su clara repercusión sobre la actividad económica y social diaria, no han sido a nuestro juicio suficientemente abordadas, o quedan excluidas de las materias y regulación tradicionales que tenían incidencia en el urbanismo, tal y como la recogen nuestros principales autores junto a las legislaciones demaniales (aguas, costas, minas y carreteras), como son el medioambiente y el patrimonio histórico.

En ese sentido debemos analizar las vinculaciones de las referidas legislaciones sectoriales sobre el urbanismo, tanto en las técnicas de planificación y regulación de los usos sobre el suelo y su clasificación, como la gestión urbanística derivada de la incorporación de servicios al suelo para su transformación en urbano, así como especialmente en la existencia de reglamentaciones vinculantes abarcadas bajo la característica general de autorización o licencia previa sectorial de la Administración competente en el sector de la actividad con incidencia en el urbanismo correspondiente, que implica una concurrencia competencial determinada, tal y como destaca GARCÍA BERNALDO DE QUIRÓS  (2)  debe resaltarse como un ejemplo claro de dicha tipología competencial.






	 (1) 

	Con respecto al Urbanismo Sectorial véase José Luis GONZÁLEZ-BERENGUER URRUTIA, Urbanismo Sectorial, Editorial Montecorvo, 1999.
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	Joaquín GARCÍA BERNALDO DE QUIRÓS, «La interacción entre la planificación urbanística y planificación territorial», págs. 105 a 148 de la obra colectiva Estudios sobre urbanismo (Análisis de las cuestiones claves no afectadas por la ley de suelo de 2007), coordinada por Antonio ARROYO GIL, Fundación democracia y gobierno local, Barcelona, 2007 y en concreto pág. 113.
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Las competencias sobre las diversas materias en un mismo territorio 



Se hace, por tanto, necesario abordar el mundo de las competencias concurrentes y así la referida concurrencia competencial supone que sobre un mismo espacio físico existan diversidad de títulos competenciales convergentes, lo cual genera interrelaciones e interdependencias entre las diversas Administraciones y organismos que pueden ejercer, o ejercen competencias en dicho espacio físico, tal y como quedó sentado en la doctrina del Tribunal Constitucional a partir de la STC 77/1983.

Por tanto, es indispensable, con carácter previo a proseguir nuestro estudio, realizar una aproximación a los diversos tipos de competencias que podrán producirse en este ámbito para diferenciarlas de las ya comentadas de carácter concurrente.

En ese sentido podríamos distinguir en relación con las legislaciones sectoriales con incidencia en el urbanismo la existencia de competencias, que pudieran ser, tal y como señala con carácter general COSCULLUELA MONTANER  (1) : alternativas, compartidas, concurrentes, indistintas o sustitutorias.

Así la competencia exclusiva es aquella que sólo permite decidir al órgano que la tiene atribuida y a ningún otro, ni aun en vía de recurso, no permitiendo tampoco la delegación ni la avocación. Sólo los órganos, cuyas decisiones ponen fin a la vía administrativa conforme al art. 109 de la LRJAPC, pueden tener este tipo de competencias, ya que para los demás el recurso de alzada, que debe resolver el superior jerárquico elimina el carácter de exclusivas de estas competencias.

Por lo que se refiere a las diferentes entidades territoriales (Estado, Comunidades Autónomas y Entidades Locales) la competencia exclusiva supone el carácter excluyente de otras entidades conforme la doctrina del Tribunal Constitucional impuesta por las SsTC 61/1997 y 118/1996.

Por su parte, la competencia alternativa es aquella que permite que pueda ser ejercida por un órgano distinto, aunque de la misma Entidad. Constituyen ejemplos las competencias ejercidas en virtud de delegación y avocación.

La conocida como competencia compartida es la atribuida a varios órganos en distintas fases de ordenación, ejecución o control, dentro de una entidad, y en el caso de diferentes entidades, como ocurre en el caso de las indicadas por el Estatuto de Cataluña, aprobado por Ley Orgánica 6/2006, de 19 de julio, supone que sobre una misma materia se tengan por dos o más entidades capacidades de uno u otro tipo.

La competencia concurrente por su parte es aquella que se da en relación a una misma materia, pero en virtud de títulos jurídicos diferentes que a su vez están atribuidos a órganos distintos. Por ejemplo, cuando se requieren varias autorizaciones distintas para ejercer una actividad social o económica. En estos casos existe, previa la posibilidad de utilizando criterios de agilidad y simplificación y previa la correspondiente reglamentación, tramitar un único expediente a resolver por el órgano con la competencia más específica en cada asunto. Dicha posibilidad estaba en realidad prevista por el art. 39 de la Ley de Procedimiento Administrativo, de 17 de julio de 1958, cuya utilización real ha sido prácticamente nula, aunque recientemente se ha resucitado esta técnica con lo que COSCULLUELA  (2)  llama el castizo nombre de «Ventanilla única», para la tramitación de expedientes de apertura de nuevas empresas.

La competencia indistinta supone por su parte la posibilidad de actuación en un plano de igualdad de dos o más órganos. Esta forma de atribución no es usual, salvo en determinadas materias en las que la acción pública debe limitarse a técnicas de ayuda o fomento. Sin embargo, el art. 29 de la Ley de Protección de la Seguridad Ciudadana, de 21 de febrero de 1992, prevé varios supuestos de competencia indistinta a favor del Consejo de Ministros y del Ministro del Interior.

En este sentido el juego de este tipo de competencias entre entidades es inexistente, tanto por el principio de irrenunciabilidad de las competencias de la LRJAPC, como por la cláusula general de competencia residual a favor del Estado recogida por el art. 149.3 Constitución Española, como por la práctica administración de expansión de las Comunidades Autónomas.

En último lugar, la competencia sustitutoria, implica que la actuación de un órgano no puede entrar en juego sino en defecto de la actuación de otro, a quien primariamente le corresponde. Siendo el ejemplo prototípico de ésta la actuación en materia de disciplina urbanística por parte de las Comunidades Autónomas, esto es, la subrogación ante la inactividad de las EELL en dichas funciones por aquéllas o por los territorios forales.

Las referidas concurrencias, o en sentido más amplio como hemos podido contemplar a la vista de la clasificación del Profesor COSCULLUELA, competencias «coincidentes» sobre el mismo espacio físico, tienen finalmente como técnica de control de las Administraciones titulares de las respectivas competencias sobre las otras Administraciones que actúan en ese territorio, la existencia de la institución jurídica de la autorización con respecto a las competencias propias.






	 (1) 

	Luis COSCULLUELA MONTANER, Manual de Derecho Administrativo I, 19.ª edición Thomson-Civitas, 2008, pág. 179-180.
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	Luis COSCULLUELA MONTANER, op. cit., Manual de..., págs. 180-181.
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Las autorizaciones sectoriales y el principio de coordinación 



En dicho supuesto nos encontramos ante lo que MORELL OCAÑA  (1)  denomina «concurrencia de autorizaciones» puesto que, tal y como afirma el citado autor, toda autorización constituye una medida de protección, referida a una manifestación concreta del interés público. De ahí que, cuando la actividad del particular pueda contactar con otros aspectos del interés público, podrá darse una situación de concurrencia de autorizaciones. El derecho positivo habrá de resolver, en cada caso, la dependencia que puedan guardar unas con relación a las otras; por ejemplo, un orden en su otorgamiento, una preferencia en la realización de actividades a que se refieran (aunque pueda ser una y la misma, si bien contemplada desde perspectivas distintas pero complementarias).

Debemos destacar que las relaciones entre unos ordenamientos y otros, la vinculación jurídica en mayor o menor grado de la legislación sectorial sobre urbanismo, y en general las relaciones interadministrativas, no son siempre circunstancias o procesos idílicos que contribuyen al interés general, puesto que incluso dentro de la misma organización los celos profesionales, la reserva en la defensa de competencias propias, la conflictividad derivada de las duplicidades administrativas, etc., suponen un conjunto de dificultades que redundan siempre en la necesidad de establecimiento de técnicas de coordinación  (2) , que normalmente brillan por su ausencia.

Si dicho panorama de conflictos es lamentable en el seno de un mismo ente administrativo, cuando además concurren diferentes entes territoriales y que suelen estar tutelados o dirigidos por opciones políticas diferentes, nos encontramos con un panorama muy poco halagüeño para la resolución de asuntos en determinados espacios que pueden dar lugar a eternas controversias. Esta circunstancia se produce con verdadera intensidad en la materia de Ordenación territorial, que en principio corresponde a las Comunidades Autónomas, pero que recibe numerosas interjecciones de títulos competenciales estatales y viceversa, puesto que al afrontar el estado cualquier actuación con incidencia territorial debe respetar la legislación urbanística que no le corresponde.

En esta línea los problemas o posibles conflictos entre legislaciones y competencias estatales y de las Comunidades Autónomas se ven en España incrementados por la existencia de un tercer territorial dotado de autonomía constitucionalmente garantizada al que le corresponden, en principio, las competencias de ordenación urbana.

Para solventar, o intentar paliar, dichos conflictos debemos resaltar la existencia del principio de coordinación.

De hecho el citado principio de coordinación está plasmado ya en el art. 103.1 de la Carta Magna, habiendo sido reiteradamente resaltado por el Tribunal Constitucional (STC 144/1985, de 25 de octubre) como uno de los elementos fundamentales de la actuación de las diversas Administraciones Públicas.

Así el Tribunal Constitucional señaló en sus Sentencias 42/1983, de 28 de abril, y la de 27 de abril de 1987 que la coordinación debe entenderse: «como la fijación de medios y de sistemas de relación que hagan posible la información recíproca, la homogeneidad técnica en determinados aspectos y la acción conjunta de las autoridades (de distintas Entidades) en el ejercicio de sus respectivas competencias, de tal modo que se logre la integración de actos parciales en la globalidad del sistema...».

Ahora bien, para contemplar la interrelación entre ordenamientos sectoriales en nuestra materia específica de estudio debemos tener en cuenta la Jurisprudencia del Tribunal Constitucional en la materia que a su vez se puede subdividir en la producida en relación con la ordenación sectorial y territorial como planificación, a raíz de la Sentencia del Tribunal Constitucional 149/1991, de 4 de julio, y por otra parte aquella derivada del Alto Tribunal sobre la concurrencia de autorizaciones cuyo principal exponente es la STC 64/1982, de 23 de noviembre, que impuso una armonización y articulación de intereses y competencias concurrentes, lo cual no supone siempre soluciones coincidentes.

En esa línea debemos destacar igualmente la interpretación jurisprudencial contenida por las Sentencias del Tribunal Supremo de 26 de abril de 1984, de 27 de diciembre de 1991 y de 11 de febrero de 1995.

Por lo que se refiere a la primera de las interpretaciones sobre el juego de relaciones entre ordenamientos, referida específicamente a la planificación, cabe reseñar, tal y como ha estudiado entre nosotros PAREJO ALFONSO  (3) , que en comparación con el caso alemán, en el cual existen relaciones sobre planificaciones entre los Land con carácter sectorial y los municipios de carácter urbanístico, afirma que debe distinguirse:

Para la relación entre planificación sectorial del Land, entre nosotros estatal y/o autonómica, y ordenación urbanística municipal, el criterio decisor consiste en el reconocimiento al titular de la primera de la capacidad para decidir sobre la definición de las obras y servicios, reservando para el municipio la determinación de la localización última y el trazado correcto de los mismos en atención al planeamiento físico local. La única excepción a esta regla (en opinión de PAREJO), y en concreto a la reserva a favor de la instancia local, vendría dada por el excesivo condicionamiento por la ordenación física de los proyectos sectoriales, hasta el punto de hacerlos inviables en la práctica, o agravar considerablemente su realización.

Para la relación inversa entre la planificación urbanística municipal y la sectorial del Land, entre nosotros estatal y/o autonómica, es válido, a juicio de PAREJO, un criterio análogo, si bien formulado en los siguientes términos: la competencia local alcanza la determinación del total diseño urbanístico de la ciudad, incluyendo los usos no directamente constructivos, pero en los ámbitos en que afecta a otras competencias específicas sólo puede llegar tan lejos como sea estrictamente indispensable para la consecución de los objetivos urbanísticos.

Estos criterios o pautas, aun siendo genéricos y excesivamente indeterminados, no dejan de ser útiles a la hora de posibilitar una aproximación a los supuestos concretos, puesto que el sistema federal alemán tiene en esta materia muchas similitudes con el nuestro. No obstante, el problema fundamental sigue siendo determinar una medida, o criterio para evaluar la afección recíproca de estas planificaciones. En este punto, la jurisprudencia reiterada del Tribunal Federal alemán de lo Contencioso-Administrativo ha establecido, tal y como estudió PAREJO, la siguiente doctrina: el sólo hecho de la formulación de una planificación (sectorial) por el correspondiente Land, afectando el territorio municipal así para el futuro de la ordenación urbanística del mismo, no supone una lesión de la potestad de planificación del municipio.

Esta afección o lesión sólo se produce cuando concurran dos circunstancias. De un lado, que la planificación sectorial se produzca existiendo ya un planeamiento municipal aprobado. Y de otro, que la incidencia de aquélla en éste sea duradera, es decir, comporte consecuencias inmediatas e importantes sobre el mismo. Esta última circunstancia se produce de forma evidente, según ha precisado la Sentencia del mismo Tribunal de 11 de mayo de 1984, si de la planificación sectorial derivan obligaciones concretas para el municipio.

Como ilustra la experiencia alemana en el análisis de PAREJO, no resulta nada sencillo encontrar una fórmula para la solución de la integración de las planificaciones y autorizaciones de las diversas Administraciones Públicas sobre el mismo espacio. En todo caso, es evidente que toda aproximación a la misma debe pasar —teniendo en cuenta las condiciones propias del juego de las competencias en el Estado autonómico— por dos premisas claras. En primer término, la negación radical de la posibilidad de la imposición unilateral por una Administración en ejercicio de la propia competencia de esta última (salvo que aquélla tenga competencia exclusiva en la materia conforme la STC 61/1997, de 20 de marzo, si bien en tal caso no se daría por definición lesión alguna del ámbito competencial de la Administración destinataria).

En segundo lugar, el reconocimiento de que la adecuada articulación de la técnica de planificación es condición indispensable para la compatibilización de las decisiones de las distintas Administraciones.

Dicha técnica de planificación se articula en nuestro ordenamiento a través de la denominada ordenación territorial, competencia autonómica que a su vez debe coordinarse con las competencias estatales de planificación sectoriales en las materias reservadas a éste.

Por ordenación territorial entenderemos, siguiendo a GARCÍA ÁLVAREZ  (4) , el conjunto de actuaciones administrativas dirigidas a conseguir en un territorio una distribución óptima de la población y de las actividades económicas y sociales, y en consecuencia, de los grandes ejes de comunicación, de los equipamientos públicos de carácter supramunicipal y de los espacios naturales libres.
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La planificación territorial 



En buena medida esa ordenación territorial se articula a través de la planificación, técnica común que la une, tal y como apunta GARCÍA BERNALDO DE QUIRÓS  (1) , a las de carácter urbanístico y ambiental por el carácter vinculante de todas.

Los planes territoriales son todavía, y al menos en términos de Derecho positivo, instrumentos a través de los cuales se pretende la formalización, con eficacia vinculante y en un determinado momento histórico, de las decisiones sustantivas de ordenación de la totalidad de las acciones públicas y privadas en y sobre un concreto territorio. La fijación en este concepto de plan obedece no sólo a una sobrevaloración de la técnica de planificación, responde a la impotencia para el restablecimiento de una efectiva coordinación administrativa a través del diálogo fluido y permanente entre las Administraciones y la actuación leal  (2)  —no sólo negativa (no causar efectos perjudiciales sobre otra), sino positiva (procurar encaminar la propia actuación en el sentido más cooperativo posible)— de las mismas. A resultas de ello, a través del plan se requiere imponer a otras instancias lo que no puede conseguirse por otras vías más lógicas; se establecen para aquéllas verdaderos deberes de actuación que les vienen dados heterónomamente, con las lógicas consecuencias en cuanto al efectivo cumplimiento de las previsiones del plan en la realidad.

Sobre la crisis que padece hoy, en el plano teórico y doctrinal, esta idea del plan dados los títulos competenciales y la jurisprudencia del Tribunal Constitucional es bien clara la imposibilidad de su mantenimiento en el Estado de las autonomías como título competencial de carácter territorial atribuido al Estado. Éste demanda, a juicio de PAREJO  (3) , una evolución hacia el entendimiento de la técnica de planificación como procedimiento de coordinación de actuaciones y compatibilización en soluciones de síntesis, de ámbitos competenciales. Ha de irse, pues, hacia el plan en términos no tanto de ley (material) expresiva de las soluciones sustantivas de ordenación, sino más bien de ley (material) procesal, reguladora de los mecanismos que posibiliten un resultado final.

Con ello, como correctamente destacó PAREJO, citando a W. BROHM, no resulta ya preciso dilucidar la cuestión de los efectos del plan en el campo y desde la perspectiva competenciales. En la dirección que marca esta posible nueva concepción del plan territorial cabría definir las bases de una posible solución del futuro en los siguientes términos:


	
1.º El plan no ha de producir vinculaciones para las Administraciones territoriales que equivalgan a/o impliquen deberes concretos y positivos de actuación o ejecución. 

	
2.º No carece por ello el plan de cualquier eficacia. Su valor primario consiste en que ninguna instancia pública puede legítimamente realizar acciones contradictorias o contrarias a las determinaciones del mismo. Consiste, pues, esta eficacia principal del plan en impedir acciones con incidencia territorial perturbadoras o distorsionantes de sus soluciones organizadoras del espacio. 

	
3.º La ulterior virtualidad del plan ha de venir por la vía del deber de colaboración positiva recíproca que pesa sobre todas las Administraciones a la hora del ejercicio de sus competencias propias. Desde esta perspectiva, el plan (en cuya formulación ha debido previamente participarse) constituye un punto de referencia relevante para dicho ejercicio, de modo que puede decirse que las distintas Administraciones están obligadas en principio a traducir sus determinaciones en decisiones sectoriales, si bien éstas se producirán en términos de libre ejercicio (en cuanto al sí, al cómo y al cuándo) de la propia competencia. 



Así por ejemplo y dejando al margen como ya hemos señalado los clásicos ámbitos regulatorios derivados de la legislación demanial, nos encontramos con, por ejemplo, la planificación aeroportuaria, tal y como ha estudiado entre nosotros SÁNCHEZ PAVÓN  (4) , en la que sin perjuicio de la conflictividad entre Estado y Comunidades Autónomas a los efectos de la asunción o no de competencias sobre la red de interés general del Estado o aeropuertos de interés general  (5) , supone que la clasificación de ciertas infraestructuras en base al interés general o local de las mismas goza de una cierta tradición en nuestro ordenamiento jurídico desde la Ley de Puertos de 1925; no obstante, su alcance jurídico ha variado con base en la nueva configuración territorial del Estado que la Carta Magna de 1978 estableció.

Así, si según el art. 148.1.6.º de la Constitución las Comunidades Autónomas pueden asumir competencias sobre los aeropuertos deportivos y aquellos que no desarrollen actividades de carácter comercial, podría concluirse en este aspecto, tal y como afirmó en fecha tan temprana como 1983 ESCRIBANO COLLADO  (6) , que estas infraestructuras se encontrarían dentro del ámbito de los intereses propios de las Comunidades Autónomas, con la consecuencia de la exclusividad legislativa y ejecutiva.

Por tanto, las Comunidades Autónomas tendrían capacidad para planificar las instalaciones sobre puertos y aeropuertos, no incluidos en las redes de interés general. En ese sentido las Comunidades Autónomas disfrutarán de esa capacidad de planificación en virtud, por una parte si los Estatutos de Autonomía han sido reformados y dotan de competencias a la Comunidad en materia y capacidad de planificación sobre puertos, aeropuertos, etc., o por otra parte en virtud del título correspondiente en relación con la ordenación territorial  (7) .

No obstante, en principio existirá, tal y como indica el citado LÓPEZ RAMÓN, una prevalencia del derecho estatal en la localización de infraestructuras de su competencia, y reiteramos nosotros de forma subrayada «de su competencia», en tanto en cuanto siga teniendo una capacidad sobre los aeropuertos de interés general, o puertos de interés general en manos del Estado, podrá planificar con carácter permanente sobre el título autonómico, pero en caso contrario no.

Así, continuando con lo apuntado por LÓPEZ RAMÓN  (8) , la competencia de las Comunidades Autónomas sobre ordenación del territorio es una competencia congruente con otras competencias atribuidas al Estado, en la medida en que la primera pretende traducirse en la regulación de todo tipo de usos y actividades sobre el espacio, mientras que la de cada una de las materias el resultado será sectorialmente sobre ese espacio concreto, que requiere de la utilización del aeropuerto, puerto, la costa, etc.

No siempre la concurrencia de los títulos competenciales es ideal, dando lugar a enfrentamientos entre Estado y Comunidades Autónomas, circunstancia ésta que requiere, lógicamente para evitar el conflicto, como hemos visto y ha estudiado entre nosotros JIMÉNEZ DORANTES  (9) , de aplicación de mecanismos de coordinación.

Esos mecanismos deben ser especialmente intensos en el aspecto de la ordenación territorial, y como consecuencia de ella de la ordenación urbanística, en tanto en cuanto debemos tener en cuenta la diversidad anteriormente apuntada de títulos competenciales y la existencia de una clara doctrina del Tribunal Constitucional en ese sentido, tal y como señala ASSAS YAGÜES  (10) , al destacar un establecimiento jurisprudencial de los límites competenciales concretos de actuación de las Administraciones como ámbito de la coordinación administrativa, y así la STC 77/1984, de 3 de julio, en relación con el conflicto del Puerto de Bilbao, la STC 227/1988, de 29 de noviembre, en relación la Ley de Aguas 29/1985, de 2 de agosto, la STC 149/1991, de 4 de julio, sobre el recurso de inconstitucionalidad en contra de la Ley 22/1988, de 28 de julio, de Costas, y finalmente el recurso de inconstitucionalidad promovido contra determinados preceptos de la Ley 4/1990, de la Comunidad Autónoma del País Vasco, sobre ordenación del territorio.

Esta coordinación debe operar tanto entre el Estado y la Comunidad Autónoma en relación con las competencias de las Comunidades Autónomas sobre ordenación territorial, a los efectos del diseño de los correspondientes planes, como igualmente en las relaciones, en su caso del Estado, pero fundamentalmente de las Comunidades Autónomas con las Entidades Locales, a la hora de implementación y diseño de sus políticas urbanísticas concretadas en los planeamientos generales.

Por tanto, la coordinación de las competencias en relación con la planificación y los títulos sectoriales competenciales tendrán doble plano: por un lado el de la ordenación territorial entre el Estado y las Comunidades Autónomas y, por otra parte, el del planeamiento general y urbanismo entre el Estado, en su caso, tal y como señalábamos, las Comunidades Autónomas y las diferentes Entidades Locales de carácter municipal.

Ambas articulaciones, la de la ordenación urbanística y la del urbanismo, tienen un enfoque muy distinto, puesto que tal y como destacó ARGULLOL I MURGADAS  (11)  el urbanismo con carácter previo al concepto de ordenación territorial enfoca sobre todo sus mayores funciones y énfasis por el núcleo habitado en atención a los usos y características de las construcciones, el equilibrio de los distintos espacios y, fundamentalmente, con respecto a los ámbitos poblados.

En cambio la ordenación del territorio tiene un carácter más amplio, puesto que se encarga de establecer una relación del hombre con todo su entorno, habitado o no habitado, y por tanto engloba la planificación de infraestructuras del transporte, de pantanos, protección medioambiental, regulación de la conexión con la ocupación del suelo y la economía, etc.

Así, en ese sentido, debemos destacar que existen títulos competenciales que aunque tengan incidencia sobre el territorio siguen correspondiendo al Estado, sobre todo en relación con la planificación económica contenida en el art. 131 de la Constitución e igualmente las obras públicas e infraestructuras de interés general o supraautonómicas, etc. Por lo que podemos indicar con ARGULLOL  (12) , la concreción de competencias horizontales, que tienen en sí mismas una clara vocación de globalidad, con un doble plano: por una parte, la competencia del Estado para adoptar decisiones en el conjunto de la citada planificación económica y, por otro, las de las Comunidades Autónomas, con sus competencias exclusivas en materia de ordenación del territorio.

De hecho es ese espacio el que utiliza el legislador estatal para recoger en el Texto Refundido de la Ley de Suelo, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, la disposición adicional octava sobre participación del Estado en la ordenación territorial y urbanística, que no obstante se establece con carácter volitivo (podrá participar) y en los términos de la legislación autonómica.

Así a los efectos de establecer ámbitos y espacios de coordinación entre las diversas entidades para conseguir, a su vez, una correcta planificación del territorio con retención de los diversos títulos competenciales y respeto al ámbito de actuación a cada una de las políticas de las correspondientes entidades, debemos destacar cuatro grandes técnicas formales:


	
1. Por una parte las directrices de unas entidades sobre otras a los efectos del desarrollo de estas por los planes correspondientes de la Administración que ha decidido la directriz. 

	
2. Los convenios, en cuanto acuerdos de colaboración entre iguales para la plasmación de la voluntad y políticas de unas partes sobre otras. 

	
3. La emisión de informes, prevista normalmente por las leyes sectoriales antes de la aprobación de los planeamientos como, por ejemplo, los recogidos en los arts. 112 y 117 de la Ley de Costas. 

	
4. Y finalmente como indicó el ya señalado DE ASSAS YAGÜES  (13)  la planificación técnica, que se utiliza en todos los ámbitos sectoriales objeto de la incidencia territorial, y la cual supone la plasmación de los instrumentos de coordinación a través del plan correspondiente, con los distintos procedimientos de elaboración y aprobación de los mismos, en donde se incorporarán en buena lógica los informes anteriormente descritos. 



Descartadas, a nuestro juicio, las formas orgánicas que en su momento planteara ARGULLOL  (14)  como posibles, dadas las obvias razones sobre la extensión del concepto de autonomía, singularmente de las Comunidades Autónomas que como se ha indicado reconoce expresamente la disposición adicional octava del TRLS/2008, nos encontramos con una segunda vía de interconexión, que son las correspondientes a los procedimientos, esto es, la existencia de fases durante el cauce formal para la adopción de los planes, en las cuales pueda formularse la voluntad de la Administración con competencias o voluntades sectoriales, que tengan incidencia en el territorio.

Estos procesos tienen un enfoque muy diferente si se tratan de figuras de ordenación territorial o de figuras de ordenación urbanística, puesto que la supeditación clara de la ordenación urbanística a la necesidad de una aprobación definitiva del planeamiento por parte de la entidad autonómica, supedita al ente municipal, al menos desde un punto de vista del control de legalidad, a la decisión final de la Comunidad Autónoma, mientras que en el caso de las figuras de ordenación territorial al corresponder enteramente la competencia a la Comunidad Autónoma, el Estado sólo podrá actuar con base en sus títulos competencias, lo cual generará una conflictividad en caso de disparidad de criterios entre la referida Administración General del Estado y las correspondientes Administraciones Autonómicas.

No obstante, ya la Ley 8/2007, de 28 de mayo, estatal de Suelo introdujo en su art. 15 (apartados 3 y 5) diversos avances en relación con la emisión de informes sectoriales especialmente en relación con las competencias estatales y la necesidad de ponderar todos los intereses territoriales en juego. De hecho en dicha línea el Texto Refundido de la Ley de Suelo, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio la referida regulación se recoge literalmente en el nuevo art. 15, del cual nos ocuparemos en el próximo capítulo de esta obra.

En ese sentido, tal y como ha estudiado el ya señalado JIMÉNEZ DORANTES  (15) , la ordenación territorial tiene una capacidad integradora de cuyo contenido forma parte esencial, con carácter fundamental, cada materia, componente del conjunto de dicha ordenación territorial, lo que supondrá la coordinación entre los diversos títulos competenciales sectoriales en relación con un espacio físico.

Y así el Tribunal Constitucional ha señalado en su STC 306/2000, de 12 de diciembre (Fundamento Jurídico Quinto), que los planes tramitados sin las legislaciones autonómicas de ordenación territorial tienen como uno de sus fines el de alcanzar la coordinación de las diversas actuaciones sobre el territorio. Circunstancia ésta expresamente determinada por diversas legislaciones, por todas y a título de ejemplo, la Ley Canarias 9/1999, de 24 de abril, sobre Ordenación del Territorio en su art. 4.º 2, que ha sido integrada expresamente de forma posterior, en el Texto Refundido sobre la Ley sobre Ordenación Territorial y Espacios Naturales Protegidos de dicha Comunidad Autónoma.

Por tanto, se hablará de ordenación territorial donde se incorporan los diversos modelos y formulaciones de las diferentes políticas sectoriales con concurrencia sobre los espacios físicos, respetando los núcleos esenciales de las competencias del Estado y de las Comunidades Autónomas respectivamente, o bien nos veremos abocados a una conflictividad permanente.

Analizada esa, por ahora inevitable, conflictividad  (16)  ésta supone la necesidad de que se incorpore un espacio de participación de las diversas Administraciones (especialmente de las Administraciones Locales) en los procedimientos de elaboración de los planes territoriales, tal y como ha recogido nuestra jurisprudencia, por todas las Sentencias del Tribunal de Supremo de 20 de febrero de 2003 y de 16 de junio de 2002, y a su vez la articulación de cauces formales, para mediante informes que deberán ser considerados con respecto al ámbito estricto de cada una de las competencias, la articulación de planificaciones territoriales con respecto a los usos previstos en los diferentes títulos sectoriales.

Todas estas circunstancias deben hoy verse analizadas desde el prisma de la legislación y jurisprudencia comunitaria, puesto que la incorporación del Reino de España a la Unión hace que las políticas ambientales y en menor medida la agrícola común (especialmente en materia de desarrollo rural) hacen que estas disposiciones tengan una importancia cualitativa cada vez mayor sobre los planes que pretendan elaborar las diversas Comunidades Autónomas.

Por otra parte, y en lo referido al segundo gran aspecto de relaciones sectoriales entre urbanismo y otros ámbitos, debemos reseñar la problemática de la concurrencia autorizatoria, especialmente importante a la hora de la configuración de las licencias como último ámbito del control administrativo sobre el uso del suelo. Han de ser tenidas en consideración las distintas técnicas autorizatorias de las Administraciones Públicas competentes en las diferentes materias con incidencia sectorial.

En ese sentido es destacable la eterna lucha de las Entidades Locales para hacer respetar su espacio competencial sobre todo tipo de obras y actuaciones, incluidas las públicas e igualmente la permanente legislación desde presupuestos clásicos estatales [art. 180 del Texto Refundido de la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana de 1976  (17) ], que tras su traslación al posteriormente derogado por el actual TRLS 2/2008 TRLSOU 1/1992, de 26 de junio, ha sido igualmente incorporado a las legislaciones autonómicas y así, por ejemplo, podemos señalar el supuesto del art. 161 de la Ley 9/2001, de 17 de julio, del Suelo de la Comunidad de Madrid  (18) , sin que exista ya regulación básica o plena estatal, sino tan solo la supletoria del TRLSOU/1976.

Esta tendencia ha ido suponiendo la imposición de un espacio denominado con mucha ampulosidad «obras de ordenación territorial» que se ha pretendido exceptuar por vía legislativa de los controles de legalidad técnicos-municipales, partiendo de supuestos como el de los aeropuertos, excepcionados ya del sometimiento previo a licencia desde la Ley 12/1996, de Medidas Administrativas, Fiscales y del Orden Social, a lo reflejado en diversas Leyes y en última instancia en la disposición adicional tercera de la Ley 13/2003, de 23 de mayo, del contrato de concesión de obra pública señala bajo la rúbrica:


«Construcción de las obras públicas de interés general.

1. Los proyectos de obras públicas de interés general se remitirán a la Administración urbanística competente, al objeto de que informe sobre la adaptación de dichos proyectos al planeamiento urbanístico que resulte de aplicación. Este informe se emitirá en el plazo de un mes, pasado el cual se entenderá evacuado en sentido favorable.

2. En el supuesto de que tales obras vayan a construirse sobre terrenos no reservados por el planeamiento urbanístico, y siempre que no sea posible resolver las eventuales discrepancias mediante acuerdo, de conformidad con la normativa de aplicación, la decisión estatal respecto a la ejecución del proyecto prevalecerá sobre el planeamiento urbanístico, cuyo contenido deberá acomodarse a las determinaciones de aquélla.

3. La construcción, modificación y ampliación de las obras públicas de interés general no estarán sometidas a licencia o a cualquier otro acto de control preventivo municipal, siempre que se siga lo previsto en el apartado 1 de esta disposición.

4. No procederá la suspensión de la ejecución de las obras públicas de interés general por los órganos urbanísticos cuando éstas se realicen en cumplimiento de los planes y proyectos de obras aprobados por los órganos competentes por el procedimiento establecido o se trate de obras de emergencia.»



Por lo que nos encontramos ante un claro supuesto en el cual a través de ordenaciones sectoriales derivadas de legislaciones no urbanísticas nos podremos encontrar ante una tergiversación del planeamiento urbanístico, por la propia vía sectorial recogida por el Estado y en su caso por las diferentes Comunidades Autónomas, circunstancia esta que ya en su momento fue denunciada por GONZÁLEZ-BERENGUER URRUTIA  (19) , referido a la legislación turística y el caso de la Ley de Centros y Zonas de interés turístico (una de las normas más nefastas de la historia del Derecho español; a cuyo amparo se han cometido los mayores desastres urbanísticos, señaladamente en las costas), cuyo Reglamento establecía que para actuaciones turísticas en tales zonas las licencias las daría el Comisario (decisión ratificada por el Tribunal Supremo en sentencia, que recogía que los Ayuntamientos habían actuado con evidente mal gusto dando licencias, por lo que estaba justificado que las dieran órganos del Estado).

Estas circunstancias hacen que, tal y como ha estudiado entre nosotros PAREJA  (20) , la naturaleza horizontal del territorio, en cuanto soporte físico del conjunto de actuaciones promovido por las distintas Administraciones Públicas, da lugar a que dicho territorio constituya el escenario de una concurrencia competencial específica.

Sin perjuicio de que se reconozca expresamente una competencia propia del Estado sobre la ordenación del territorio, que el carácter exclusivo con que la misma se atribuye a las Comunidades Autónomas, puede verse limitado por la proyección territorial de las referidas materias propias del Estado.

Parece, por tanto, que la definición como exclusiva de la competencia autonómica en materia de urbanismo y ordenación del territorio puede inscribirse entre aquellas que el Tribunal Constitucional ha calificado «de sentido marcadamente equívoco» (STC de 16 de enero de 1981 y de 2 de febrero de 1982), por cuanto pese a la referida adjetivación como exclusivas «están llamadas objetiva y necesariamente a ser concurrentes» (STC de 29 de noviembre de 1982). Precisamente con relación al ejercicio de una potestad claramente relacionada con las competencias urbanísticas, como lo es la prevista en el art. 180.2 de la TRLSOU/1976, debiéndose aquí recordar que el Tribunal Constitucional ha declarado que: «El Estado no puede verse privado del ejercicio de sus competencias exclusivas por la existencia de una competencia, aunque también sea exclusiva de una Comunidad Autónoma» (STC de 13 de mayo de 1986).

Es evidente, como indicábamos anteriormente, la gran trascendencia que en el campo de la acción territorial y urbanística deben tener las medidas de cooperación y coordinación administrativa, pero para viabilizar dichas actuaciones en el ámbito territorial entre los distintos instrumentos de cooperación y coordinación, tiene especial interés el estudio de los diversos mecanismos de integración que nos ofrece la legislación vigente en materia de urbanismo y ordenación del territorio, a fin de adecuar la concurrencia de títulos competenciales que se producen sobre el territorio.

Es desde esta perspectiva desde la que debemos recoger la verdadera virtualidad de los Planes de Ordenación Integral del Territorio, o Planes Territoriales, en cuanto a figuras de ordenación territorial integral, que lógicamente tendrán el contenido y denominación que establezcan las diferentes leyes autonómicas (plan regional de estrategia territorial en Madrid), en cuanto al papel que deban desempeñar como instrumento esencial que garantice la necesaria articulación entre los diversos intereses públicos presentes.

La eficacia de los Planes territoriales (recuérdese sustitutos en mayor o menor grado de los supletorios planes directores de coordinación territorial del igualmente supletorio TRLSOU/1976) no debe confundirse con un papel único de éstos en la regulación del territorio, sino, bien al contrario, en la línea de una reinterpretación de los mismos que coloque en lugar relevante su función de instrumento regulador de los mecanismos y procedimientos de coordinación y cooperación interadministrativa, en la línea de cooperación en la regulación de ámbitos diferentes.

Esta cooperación es, recuérdese, uno de los principios en las relaciones interadministrativas, tal y como recuerda el art. 4.º de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, sobre Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común y en el ámbito específico local por el art. 55 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local.

Sólo si los Planes juegan este papel integrador de las competencias sectoriales concurrentes con las de carácter horizontal, podrá evitarse que el ejercicio de los distintos títulos competenciales se produzca de forma arbitraria, con el resultado de las inevitables disfuncionalidades e interferencias entre las distintas administraciones con intereses afectados.

En relación con dicho papel integrador hay que distinguir diversos momentos, lo cuales son, en primer lugar, aquel en que se produzca su elaboración, en que hay que tener en cuenta los distintos intereses sectoriales en presencia, así como, posteriormente a su formulación, la posible aparición de nuevas actuaciones sectoriales y su necesaria inserción y adecuación en el marco general del Planeamiento territorial, sin perjuicio de la eficacia del mismo.

La referida función de los planes territoriales como instrumento coordinador de las actuaciones con proyección sobre el territorio, así como legitimador de su ejecución, ha venido siendo desempeñado tradicionalmente por los Planes Generales de Ordenación ante la muy escasa articulación por las diferentes Comunidades Autónomas de instrumentos de ordenación territorial en sustitución de los PDTC, previstos en el TRLSOU/1976, que pese a estar previstas por la generalidad de dichas legislaciones han sido aprobados de forma muy limitada, tanto de manera cuantitativa como cualitativa.

Ello se ha debido, por una parte, a la secular ineficacia (o falta de voluntad política para disfrutar de mayores ámbitos discrecionales a la hora de la aprobación definitiva, o no, de los PGOU por parte de los órganos autonómicos) de los poderes públicos en la formulación de los Planes de Ordenación territorial, que lógicamente presentan la mayor idoneidad a este respecto. Por otra parte, el conjunto de determinaciones que, conforme a la vigente legislación urbanística corresponde establecer a los Planes Generales viene a ratificar la funcionalidad de los mismos como instrumento de ordenación integral del territorio, según expresión contenida en el art. 21 del derogado Decreto Legislativo 1/1990 por el que se aprobó el Texto Refundido de la legislación vigente en Cataluña.

Probablemente dicha funcionalidad tiene mucho que ver con la distinta naturaleza de las determinaciones de los Planes Generales a los efectos de su inscripción en los círculos de interés local o supralocal, según ha venido estableciendo la más moderna jurisprudencia sobre el alcance de las competencias autonómicas de aprobación definitiva de los Planes urbanísticos.

A este respecto, debemos destacar especialmente la aportación sistematizadora de dicha jurisprudencia del Magistrado Javier DELGADO BARRIO  (21) , aunque esos criterios limitativos de la discrecionalidad autonómica han sido modificados por las diferentes redacciones de las leyes autonómicas al precisar un intencionado margen de ambigüedad en el concepto de lo supralocal.

Así, el principio institucional básico, para toda actuación territorial, ya contenido en la legislación urbanística de 1976, conforme al cual todo acto de construcción y uso del suelo debe adecuarse al planeamiento urbanístico, principio que debe considerarse reforzado en la actual estructura organizativa del Estado, a fin de evitar un ilegítimo desapoderamiento de los distintos círculos de intereses implicados. No obstante, si bien la ejecución de los proyectos sectoriales debe adecuarse a los planes urbanísticos, ello no significa necesariamente que las previsiones del proyecto o planificación sectorial deban someterse a lo establecido en el Plan General Municipal.

Hay que hacer notar, en efecto, para aquellos casos en que realmente exista una discrepancia entre el plan o proyecto sectorial y la planificación urbanística municipal, que la legislación urbanística contiene los mecanismos necesarios para garantizar la necesaria prevalencia de un interés general superior sobre el estrictamente municipal.

Si al elaborar el Plan General no se han tenido en cuenta determinados intereses de carácter general, se produzca la adecuación a dichos intereses de la ordenación por el Plan establecida, pero de forma sistemática y ordenada, garantizándose, mediante la oportuna revisión o modificación, la necesaria coherencia entre la ordenación integral del territorio de ámbito municipal y la planificación sectorial. Es necesario observar al respecto que la necesidad de proceder a la revisión o modificación del Planeamiento General se establece en todas las legislaciones autonómicas, como lógica consecuencia del principio de jerarquía normativa. Dicha exigencia en todo caso de proceder a la revisión o modificación del Plan General, que en los casos de urgencia o excepcional utilidad, no obstaculiza la ejecución de los proyectos sectoriales y constituye la única forma de evitar que tales proyectos se lleven a cabo al margen de cualquier ordenación urbanística o territorial de carácter global.

A falta de mejores mecanismos de coordinación administrativa, y ante la inexistencia de una planificación territorial, que recuérdese constituye el mecanismo más adecuado para solventar la hipótesis de conflicto analizada, la solución alternativa más eficaz es proceder en todo caso a la inserción de los proyectos sectoriales en el marco del planeamiento general siendo la única vía para evitar, tanto el peligro de desvirtuar la propia significación de los Planes Urbanísticos, como también el desapoderamiento que ello produciría en las Administraciones competentes en materia de urbanismo y ordenación territorial.

Estas competencias confluyen sin duda en una figura como los Planes Generales Municipales de Ordenación (o figuras alternativas previstas por las CCAA), tal y como se desprende no sólo de su alcance de sus determinaciones, sino también a la vista del procedimiento previsto para su elaboración y aprobación, en la que, junto a una participación con contenido sustantivo propio de los municipios, se atribuye la competencia para su aprobación definitiva  (22)  a las Comunidades Autónomas, siendo por tanto, dicha capacidad autonómica.

Sin duda el instrumento que más ha venido siendo utilizado a estos efectos es el previsto originariamente en el art. 180 de la TRLSOU/1976, y sus correlativos en las legislaciones autonómicas.

Hay que señalar que las actuaciones sectoriales promovidas por los poderes públicos han sido objeto tradicionalmente de control urbanístico, regulado inicialmente en el art. 180 de la TRSLOU/1976, posteriormente en el derogado 244 del TRLSOU/1992 y actualmente por la disposición adicional décima del nuevo TRLS/2008 y los correspondientes artículos de las diversas leyes autonómicas y así cabe indicar los siguientes preceptos:


	
— ANDALUCÍA. Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística, arts. 170.2 y 3. 

	
— ARAGÓN. Ley 5/1999, de 25 de marzo, Urbanística, art. 177. 

	
— CANARIAS. Decreto-Legislativo 1/2000, de 8 de mayo, por el que se aprueba el Texto Refundido de las Leyes de Ordenación del Territorio de Canarias y de Espacios Naturales, art. 167. 

	
— CANTABRIA. Ley 2/2001, de 25 de junio, de Ordenación Territorial y Régimen Urbanístico del Suelo, art. 194. 

	
— CASTILLA Y LEÓN. Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo, art. 97. 

	
— CATALUÑA. Decreto-Legislativo 1/2005, de 26 de julio, Texto Refundido de la Ley de Urbanismo, arts. 179 y 182. 

	
— COMUNIDAD VALENCIANA. Ley 16/2005, de 30 de diciembre, Urbanística, arts. 191 y 197. 

	
— COMUNIDAD DE MADRID. Ley 9/2001, de 17 de julio, del Suelo. Arts. 151 y 161. 

	
— GALICIA. Ley 9/2002, de 30 de diciembre, de Ordenación Urbanísica y Protección del Mundo Rural, art.198. 

	
— LA RIOJA. Ley 5/2006, de 2 de mayo, de Ordenación del Territorio y Urbanismo, art. 196. 

	
— PAÍS VASCO. Ley 2/2006, de 30 de junio, de Suelo y Urbanismo, arts. 207 y 212. 

	
— PRINCIPADO DE ASTURIAS. Decreto-Legislativo 1/2004, de 22 de abril, por el que se aprueba el Texto Refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de Ordención del Territorio y Urbanismo, art. 228. 

	
— REGIÓN DE MURCIA. Decreto-Legislativo 1/2005, de 10 de junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Suelo, art. 223. 



No obstante, debemos destacar que dicho control es cada vez más obviado por la existencia de excepciones, que por vía legal se van implantando, en virtud de la atribución a la construcción o acto de uso del suelo pretendido por la Administración correspondiente de un carácter de ordenación territorial.

La existencia de dicho sometimiento, se traduce inicialmente en la sujeción general a licencia municipal de las obras promovidas por entes públicos, lo cual presenta, como ya hemos anunciado, diversas virtualidades.

En primer lugar, supone una garantía de control por parte de las Corporaciones Locales de los actos que se producen en su territorio, lo que sin duda incide en su círculo de interés, y por tanto, forma parte consustancial del contenido de su autonomía local  (23) .

La referida sujeción a control urbanístico permite, por otro lado, constatar la debida adecuación a la ordenación urbanística y territorial de dichos proyectos sectoriales, por tanto, es una manifestación específica del principio general de aplicación del principio de legalidad.

La señalada posibilidad de constatar la adecuación o no de tales proyectos a la planificación vigente tiene un carácter esencial para evitar el desapoderamiento de las diferentes administraciones con competencia sobre el territorio, y especialmente la municipal, así como también para garantizar la eficacia de los instrumentos de planeamiento en su función de marco jurídico instrumental para la debida coordinación entre los diversos círculos e intereses concurrentes sobre el territorio.

Ello no impide que deban arbitrarse los procedimientos necesarios para solventar las posibles situaciones de conflicto, en las que deberá garantizarse la prevalencia del interés que por su carácter general se considere superior, sin que ello deba implicar un vaciado de los otros títulos competenciales concurrentes. En ese sentido, debemos recordar de forma especial la aplicación del principio de cooperación interadministrativa plasmado con claridad en la redacción otorgada por la Ley 4/1999 al art. 4.º LRJAPC 30/1992, de 26 de noviembre, y con menor contundencia en el art. 55 LRBRL.

La originaria interpretación doctrinal y jurisprudencial de tal regulación dio lugar a una interpretación extensiva del principio de sujeción de las obras públicas a licencia municipal, produciéndose sentencias que declararon la sujeción a licencia municipal en materias como las instalaciones eléctricas, las carreteras, los puertos, aeropuertos, canales y defensa de cauces, e incluso las obras de tendido de una línea de ferrocarril.

Posteriormente debemos destacar una evolución en la elaboración del referido principio de sujeción a licencia municipal de las obras públicas, iniciada con la Sentencia de 28 de mayo de 1986 en la que, partiendo de la distinción entre los conceptos de ordenación del territorio y urbanismo, se llegó a la conclusión de que la realización de las obras de construcción de una autopista no estaba sometida a la necesaria obtención de autorización o licencia de obras. Partiendo de dicha línea jurisprudencial posteriormente consolidada, el legislador (primero estatal y miméticamente los autonómicos) ha venido estableciendo excepciones a la regla general del sometimiento a licencia y, así los aeropuertos, las líneas de ferrocarril, etc.

Por otro lado respecto al procedimiento de modificación o revisión del planeamiento hay que señalar que según la doctrina del Tribunal Constitucional en la que PAREJO  (24)  denominó «precipitada Sentencia» 56/1986, el mismo puede ser utilizado tanto por el Estado como por la Comunidad Autónoma, lo que plantea el problema relativo a la participación de la Comunidad Autónoma cuando el repetido procedimiento fuese articulado a iniciativa de la Administración General del Estado, en cuanto competente para la ejecución de la obra sectorial en cuestión.

Esta circunstancia ya fue señalada por el Tribunal Constitucional en la referida Sentencia 56/1986, en la que se consideró suficiente la emisión de un informe preceptivo por parte del gobierno autónomo en cuyo territorio se producía el procedimiento por la iniciativa de la Administración del Estado. La exigencia de dicho informe autonómico cuando se trate de obras promovidas por la Administración del Estado se incorporó al Texto Refundido de la Ley del Suelo de 1992 en su art. 244.2 derogado por el nuevo TRLS/2008 que lo mantiene en su disposición adicional décima, en su apartado 1, aunque tal medida no parece que garantice suficientemente la intervención de la Comunidad Autónoma en las decisiones que afecten a su territorio, por lo que las diferentes leyes autonómicas han dispuesto mecanismos de modulación de esta cuestión. De todas formas se pone de manifiesto una vez más la necesidad y conveniencia de integrar los planes y proyectos de obras sectoriales en los instrumentos de planificación física del territorio, lo que sin duda permite evitar a posteriori muchos problemas en su fase de ejecución.

Esta circunstancia supone que, tal y como ya indicó en su momento CLAVERO ARÉVALO  (25) , no sólo la aplicabilidad de las normas específicas en relación con el artículo, en su momento, 180 del TRLSOU/1976 y actualmente, por el nuevo TRLS/2008 en su disposición adicional décima con carácter general estatal y los diversos preceptos anteriormente descritos autonómicos, sino también otras materias derivadas de la aplicación de las normas generales sobre licencias urbanísticas a las obras de las Administraciones Públicas.

En ese sentido conforme se señala en el Reglamento de Servicios de las Corporaciones Locales, aplicable con carácter supletorio sino es contravenido por ninguna legislación específica autonómica, podemos señalar que le será aplicable a las obras de las Administraciones Públicas no municipales el régimen de las obras ejecutadas sin previa licencia o contra licencia, esto es, la infracción urbanística prevista en el art. 184 del TRLSOU/1976, de forma supletoria y las diversas formulaciones equivalentes contenidas en la leyes de las CCAA, el régimen de las obras que se realizarán para una licencia que constituyera una infracción urbanística manifiesta de carácter grave, la revisión e invalidez de las licencias urbanísticas así como la demolición y el régimen administrativo sancionador en materia de licencias de forma específica.
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Introduccion 



Hasta ahora hemos podido analizar una introducción a las nuevas realidades sectoriales específicamente vinculadas a los aspectos de la planificación urbanística y la intervención sobre el uso del suelo y la edificación, y sus condicionantes derivados de los muy diferentes títulos competenciales que inciden sobre los diversos sectores en los cuales actúa la Administración Pública mediante reglamentaciones, regulaciones, controles, inspecciones, en su caso sanciones, que se caracterizan por un marco común que es la ordenación territorial de carácter pluridisciplinar y lógicamente alimentado de muy diversos elementos sectoriales.

El más destacado de estos elementos en el mundo actual en el que nos encontramos dentro de las sociedades desarrolladas es el vinculado al aspecto medioambiental en su carácter general, esto es, la incidencia que el entorno, tal y como definiera MARTÍN MATEO  (1) , supone como la relación del hombre con el agua, el suelo y la atmósfera que le rodea.

Esas vinculaciones con el entorno han supuesto tradicionalmente una actuación por parte del ser humano que ha sido considerada agresiva, pero que no ha estado limitado en su carácter general hasta muy recientes fechas.

De hecho podemos consignar limitaciones y regulaciones administrativas de carácter parcial en cuanto a la normativa medioambiental, y así podríamos hablar de las aguas incluso ya reguladas como res extra comercium por el Derecho Romano, podemos igualmente hablar de las limitaciones vinculadas a aspectos de la defensa en las costas, etc.

Pero, con carácter general, el hombre ha venido aprovechando desde un punto de vista de expansión urbana y de desarrollo de la edificación todo su entorno sin limitaciones generales o intervención de criterios ambientales en sus aspectos más genéricos, independientemente de las regulaciones específicas anteriormente señaladas.

Sin embargo, desde finales de los años sesenta del siglo XX se ha venido introduciendo medidas de control ambiental vinculadas, en un principio, al concepto general de crecimiento urbano y sus posibilidades de permanencia en el tiempo, que progresivamente han ido siendo perfeccionadas e integradas en el sistema de planificación territorial.

Estos criterios han sido progresivamente denominados como «sostenibilidad» por la posibilidad de mantener una armonía entre el crecimiento urbano, la presencia de las urbanizaciones, de las edificaciones, de las industrias, de los comercios, etc., en general del hombre en su relación con el entorno, respetando el mantenimiento de la naturaleza y la calidad de los elementos: agua, suelo y atmósfera.

La más característica de esas limitaciones es la denominada técnica de evaluación de impacto ambiental, con su origen norteamericano e incorporada específicamente por la Unión Europea dentro de sus Directivas habiéndose, por tanto, transpuesto al derecho nacional desde el Real Decreto-Legislativo 1302/1986, de 28 de junio, sobre Evaluación de Impacto Ambiental, que opera tal y como señala el Tribunal Constitucional como una regulación de mínimos (STC 90/2000, de 30 de marzo).

Dicha evaluación, ya era aplicable a los planes que produjeran transformaciones del uso del suelo afectando a una superficie arbustiva de más de cien hectáreas, tal y como se desprende del apartado a) del grupo 9 del anexo primero de dicho RDL 1302/1986, se ve hoy reduplicada por efecto de la directiva 2001/42/CE, del parlamento y del consejo, de 21 de junio.

Estas técnicas que prevén análisis previos antes de la realización de determinadas actuaciones sobre el territorio deben ponerse en un contexto, primeramente tan sólo de forma puntual con respecto a construcciones e instalaciones y posteriormente, ya dentro de los planes y programas. Esto es, la incorporación del crecimiento y de los desarrollos urbanísticos y territoriales bajo un prisma de sostenibilidad, circunstancia esta que queda plenamente incorporada al derecho español bajo la Ley 9/2006, de 28 de abril, sobre evaluación de los efectos de determinados planes y programas en el medio ambiente, que, como casi todo el derecho ambiental patrio, es consecuencia de la transposición de la anteriormente mencionada directiva europea  (2) .

Así, sin perjuicio de las clasificaciones de suelos determinadas por las diferentes Leyes urbanísticas como la de 12 de mayo de 1956, nos encontramos que junto a la preservación del desarrollo urbano de una parte del suelo al considerarlo no urbanizable o rústico y excluyéndolo por tal del proceso urbanizador, nuestra legislación progresivamente va incorporando conceptos como el de la sostenibilidad, que por primera vez se incorpora de forma expresa a nuestro ordenamiento jurídico-urbanístico en la Ley de Suelo 8/2007, de 28 de mayo, disponiendo la utilización de una técnica de incorporación a nuestra máxima expresión del ordenamiento de la estrategia territorial europea y de la comunicación de la comisión sobre una estrategia temática para el medio ambiente urbano, utilizando a tal efecto la necesidad de mantener una modelación compacta frente a los grandes inconvenientes de la urbanización dispersa o desordenada que causan un impacto ambiental, una segregación social e ineficacia económica por los elevados costes energéticos de construcción, mantenimiento de las infraestructuras y mantenimiento de los servicios públicos, circunstancias estas expresamente alegadas en el apartado primero de la Exposición de Motivos de la ley.

De hecho el art. 2.º del nuevo TRLS/2008 bajo la rúbrica de Principios de desarrollo territorial y urbano sostenible señala en su apartado primero que:

«Las políticas públicas relativas a la regulación, ordenación, ocupación, transformación y uso del suelo tienen como fin común la utilización de este recurso conforme al interés general y según el principio de desarrollo sostenible, sin perjuicio de los fines específicos que les atribuyan las Leyes.»


La citada regulación supone, por tanto, una disposición expresamente común y una política directriz para todas las entidades públicas con funciones urbanísticas y entes territoriales, los cuales se encuentran con la necesidad de cumplir el desarrollo sostenible.

Este precepto sobre desarrollo sostenible, incorporado por primera vez a nuestro derecho urbanístico en la citada disposición normativa  (3) , no es ajeno ya a una elaboración doctrinal generalizada, proveniente fundamentalmente de conceptos enmarcados en el derecho ambiental, que incluso ya con carácter previo había sido incorporado a diversas legislaciones autonómicas, tal y como se encarga de destacar entre nosotros SÁNCHEZ GOYANES  (4) , puesto que el art. 36 de la Ley Urbanística de Castilla y León 5/1999, de 8 de abril, ya incorporaba expresamente el concepto de desarrollo sostenible, estableciendo como excepcionales los procesos de extensión discontinua o exterior de los núcleos (art. 34.2), por lo que optaba por ese modelo de desarrollo compacto de la actividad, frente a la expansión permanente e incontrolada.

La profunda vinculación de ese futuro modelo urbanístico al concepto ambiental tiene su reflejo en la aprobación coetánea en su momento al proyecto de ley de suelo que dio lugar a la derogada Ley 8/2007, de la estrategia española de medio ambiente urbano, en la cual se pretendió optar por dicho modelo de desarrollo de ciudad compacta, frente a la urbanización permanente.

Y así, debemos destacar que reprocha la referida estrategia el modelo de urbanización dispersa y enumera una serie de efectos nocivos de dicho modelo, que se pueden evitar utilizando dicha fórmula de ciudad compacta, con circunstancias diversas, que han sido reflejadas literalmente en la Exposición de Motivos del TRLS/2008.

Pero a los efectos de un análisis de esas determinaciones de sostenibilidad en relación con el planeamiento urbanístico, se hace previamente indispensable abordar el concepto de desarrollo sostenible en sí mismo, y para ello recordando los conceptos ambientales debemos, con carácter previo igualmente, abordar las determinaciones que han configurado dicho concepto, especialmente en el ámbito ambiental y sobre todo en el derecho internacional.

Los antecedentes más inmediatos en el referido plano internacional del concepto de desarrollo sostenible los tenemos, en primer lugar, en los documentos aprobados en la Conferencia de Naciones Unidades Sobre el Medio Ambiente y Desarrollo celebrada en Río de Janeiro en 1992, la denominada «Cumbre de la Tierra» en la cual se estableció ese principio de desarrollo sostenible y se propugnó que a la hora de lograr éste tenían un importante papel las Administraciones Locales a través de las Agendas 21, tal y como se encarga de destacar GALERA RODRIGO  (5) .

Partiendo de dicho inicio conceptual, debemos recordar que en el año 1994 se celebró en la ciudad de Aalborg una Conferencia de varías ciudades y gobiernos de Administraciones Locales en la cual se comprometían a asumir el Programa 21 local preparando planes de acción a largo plazo con objetivo de la sostenibilidad.

Esta Conferencia de Aalborg dio lugar a la adopción de los denominados Compromisos de Aalborg que fueron reeditados y reforzados en la Conferencia de Aalborg +10 en la cual debemos destacar el compromiso número 5, que se encarga de abordar la planificación y diseño urbanístico, afirmando los suscriptores de dicha Convención: «nos hemos comprometido a asumir un papel estratégico en el diseño y planificación urbana y a enfocar los temas ambientales, sociales, económicos, de salud y culturales hacia el beneficio común», para ello utilizan diversos medios que impliquen actuaciones para implicar la acción de los poderes públicos en el control del desarrollo urbano, evitando la generación de zonas degradadas, evitando el crecimiento urbano desmesurado, etc.

Con carácter previo a la propia Conferencia de Aalborg se impulsó en el marco de la Unión Europea el denominado Libro Verde del Medio Ambiente urbano del año 1990 en el cual se intentaba realizar un enfoque global del entorno ambiental en el desarrollo de las ciudades y, por tanto, una integración entre las diversas políticas que con carácter horizontal convergían en ese espacio urbanístico.

Así el concepto de desarrollo sostenible se incorpora a la legislación comunitaria europea mediante la Comunicación de la Comisión Desarrollo sostenible en Europa para un mundo mejor, COM (2001) 264 final, en la cual se define urbanismo sostenible como «un proceso en el cual todos los protagonistas colaboren con el fin de integrar las consideraciones, medioambientales y de calidad para proyectar y planificar un entorno edificado».

Para la consecución de dicho objetivo se considera el suelo como un recurso escaso de carácter precioso y, por tanto, protegible y considerable en la actuación sobre él, con un principio de precaución y restricción de usos.

Ahora bien, por parte de los Documentos europeos y alguna doctrina  (6) , se considera que la sosteniblidad no tiene un componente tan solo ambiental, sino que tiene también importancia cardinal en el aspecto económico y social.

Dicho aspecto se pone de manifiesto en cuanto a que se deben contemplar en las políticas urbanas en relación con las ciudades y los programas sociales de éstas, específicamente en lo que se refiere al desempleo y la exclusión social.

En general la existencia de una política europea de medio ambiente hace que exista una amplia jurisprudencia al respecto del Tribunal de Justicia de la Unión, especialmente en materia de evaluación ambiental de los planes.

Ahora bien, el concepto propio, en el sentido estricto de la sostenibilidad, lo encontramos como hemos destacado en el denominado Programa 21 de la Conferencia de Río de Janeiro.

Este concepto elaborado en la ya referida Conferencia de Río sobre desarrollo sostenible, o como utiliza PÉREZ  (7)  de desarrollo sustentable, es una vinculación de la conservación de la tierra y sus recursos con la planificación y el desarrollo, de modo que permita su uso indefinido un enfoque de la biodiversidad y su conservación, su aprovechamiento sustentable y reparto equitativo de sus beneficios, tal y como recoge el Convenio sobre biodiversidad biológica, aprobado por la reiteradamente indicada Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y Desarrollo, de Río de 1992.

Ello supone necesariamente una vinculación de las políticas medioambientales con el desarrollo económico, y por tanto de la aplicación sobre el territorio de estos criterios de conservación, preservación y desarrollo equilibrado y verdadero en el tiempo.

Cabe destacar que el origen del término es previo a la propia definición de la Conferencia de Río y lo podemos ubicar en el Informe de Bundtland, elaborado por la Comisaría Europea Gro Harlem Bruntland previo a la Comisión Mundial del Medio Ambiente y Desarrollo, en el marco de las Naciones Unidas, y en dicho Informe se señalaba que «el desarrollo sostenible consistía en satisfacer nuestras necesidades actuales sin comprometer el derecho de las generaciones futuras para satisfacer las suyas».

En ese aspecto debemos distinguir en cuanto al ámbito que nos afecta, tal y como índica PORTO REY  (8) , entre un desarrollo urbano y un desarrollo territorial sostenible.

Así el desarrollo urbano además de los aspectos económicos, culturales, diferenciales, socio-políticos y cualitativos que puede llevar la demanda del suelo, conlleva crecimiento físico, ensanche de la ciudad, expansión en el territorio natural que la circunda, transformación de la naturaleza inicialmente rústica del suelo, en una naturaleza urbana en definitiva hacer ciudad a costa del campo, mientras que la sostenibilidad en territorios supone poner límites al crecimiento que no exceda de la capacidad de los suelos afectados para seguir manteniendo su función.

Así a la hora de articular los planeamientos urbanísticos en su correlación con el desarrollo sostenible, debemos agrupar diversos condicionantes en relación con materias como el paisaje, la preservación de vías pecuarias, el mantenimiento de cauces y arroyos, la protección del suelo (especialmente contra la contaminación), el hecho de vincular los crecimientos a los tipos climáticos de cada zona (y así en cuanto a la tipología de las zonas verdes para mantener un correcto regadío), la incorporación de los estudios climáticos sobre soleamientos, sombras y régimen de vientos en cuanto a las edificaciones, el hecho de reducir los movimientos de tierras, la compensación de éstos debidamente reutilizando las tierras vegetales, etc.

Igualmente debemos recoger diversos aspectos sobre el desarrollo propio una vez planificada la construcción e instalación y crecimiento de las zonas urbanas, esto es, diferenciando la fase previa de planificación con los criterios anteriormente señalados, de los criterios propios de la construcción, y así en cuanto a la propia edificación deben incorporarse la existencia de certificados ecológicos de los materiales empleados en las obras de urbanización, se debe evitar el uso de materiales potencialmente peligrosos, y reutilizarse los residuos de la construcción producidos en el ámbito de la actuación, tanto en los procesos de demolición como en los de construcción, prever edificios con ahorro energético y optimización del consumo de energía con base en las renovables. Igualmente deben realizarse viarios fuertes y pavimentos con la menor agresión posible al entorno.

Pero esas modalidades y buenas prácticas no deben sólo constreñirse al planeamiento y a la edificación, sino también al diseño y gestión de la propia urbanización, esto es, la obra urbanizadora, y así especialmente el desarrollo de las redes de suministro de agua no potable, los sistemas de riego debiendo diseñarse con la mayor eficacia en el consumo utilizando contadores de agua, estableciendo sistemas de riego automático, incorporando galerías de servicios en cuanto a las infraestructuras de evacuación y manipulación para evitar los continuos y violentos daños a la hora de hacer reparaciones de éstas, etc., y específicamente en materia de residuos sólidos urbanos.

Así la conjunción de todos esos aspectos, vinculados también a aspectos de carácter sociológico, económico y en general de calidad de vida, da lugar a lo que se denomina «índice de desarrollo humano» que supone el control mediante el análisis comparativo de la aplicación de este desarrollo humano sostenible en los procesos urbanísticos y en el control de la propia sociología de la ciudad.

Podemos señalar tres principios alentadores del modelo, conforme destacan FRANCHINI y DALT CIN  (9) , que son: el bienestar social, la eficiencia económica y la sostenibilidad ecológica.

Ese conjunto de determinaciones hace que sea necesario contemplar toda una panoplia de legislaciones sectoriales específicas en relación con el aspecto del diseño y ejecución urbanístico de las ciudades, prisma éste de la legislación sectorial que debe contemplarse desde un punto de vista, no como se ha hecho históricamente de mera tangencialidad, sino de integración horizontal de las políticas sectoriales y de las diferentes legislaciones sectoriales en el desarrollo urbanístico bajo ese prisma del desarrollo sostenible. Lo cual en nuestro sistema jurídico actual debe realizarse en el marco de la planificación territorial que corresponde a las Comunidades Autónomas, que en buena lógica debe incorporar las planificaciones y regulaciones sectoriales, tanto competencias de éstas, como de la Administración General del Estado en las materias a ella conferidas.

En la línea apuntada en el nuevo TRSL/2008, se incorporan mecanismos para el control de la sostenibilidad, no sólo ambiental sino también económica bajo dos prismas: por un lado, procedimientos de tramitación y singularmente la evaluación ambiental de planes territoriales y urbanísticos y, por otro lado, unas determinaciones sobre sostenibilidad con carácter legal general que operaran en defecto de que las Comunidades Autónomas no legislaran al respecto en un año.

Así por un lado el art. 15 recoge:


«1. Los instrumentos de ordenación territorial y urbanística están sometidos a evaluación ambiental de conformidad con lo previsto en la legislación de evaluación de los efectos de determinados planes y programas en el medio ambiente y en este artículo, sin perjuicio de la evaluación de impacto ambiental de los proyectos que se requieran para su ejecución, en su caso.

2. El informe de sostenibilidad ambiental de los instrumentos de ordenación de actuaciones de urbanización deberá incluir un mapa de riesgos naturales del ámbito objeto de ordenación.

3. En la fase de consultas sobre los instrumentos de ordenación de actuaciones de urbanización deberán recabarse al menos los siguientes informes, cuando sean preceptivos y no hubieran sido ya emitidos e incorporados al expediente ni deban emitirse en una fase posterior del procedimiento de conformidad con su legislación reguladora:

El de la Administración Hidrológica sobre la existencia de recursos hídricos necesarios para satisfacer las nuevas demandas y sobre la protección del dominio público hidráulico.

El de la Administración de costas sobre el deslinde y la protección del dominio público marítimo-terrestre, en su caso.

Los de las Administraciones competentes en materia de carreteras y demás infraestructuras afectadas, acerca de dicha afección y del impacto de la actuación sobre la capacidad de servicio de tales infraestructuras.

Los informes a que se refiere este apartado serán determinantes para el contenido de la memoria ambiental, que sólo podrá disentir de ellos de forma expresamente motivada.

4. La documentación de los instrumentos de ordenación de las actuaciones de urbanización debe incluir un informe o memoria de sostenibilidad económica, en el que se ponderará en particular el impacto de la actuación en las Haciendas Públicas afectadas por la implantación y el mantenimiento de las infraestructuras necesarias o la puesta en marcha y la prestación de los servicios resultantes, así como la suficiencia y adecuación del suelo destinado a usos productivos.

5. Las Administraciones competentes en materia de ordenación y ejecución urbanísticas deberán elevar al órgano que corresponda de entre sus órganos colegiados de gobierno, con la periodicidad mínima que fije la legislación en la materia, un informe de seguimiento de la actividad de ejecución urbanística de su competencia, que deberá considerar al menos la sostenibilidad ambiental y económica a que se refiere este artículo.

Los Municipios estarán obligados al informe a que se refiere el párrafo anterior cuando lo disponga la legislación en la materia y, al menos, cuando deban tener una Junta de Gobierno Local.

El informe a que se refieren los párrafos anteriores podrá surtir los efectos propios.»



Por otro lado, la disposición transitoria cuarta ha recogido bajo la rúbrica de criterios mínimos de sostenibilidad:

«Si, transcurrido un año desde la entrada en vigor de esta Ley, la legislación sobre ordenación territorial y urbanística no estableciera en qué casos el impacto de una actuación de urbanización obliga a ejercer de forma plena la potestad de ordenación, esta nueva ordenación o revisión será necesaria cuando la actuación conlleve, por sí misma o en unión de las aprobadas en los dos últimos años, un incremento superior al 20% de la población o de la superficie de suelo urbanizado del municipio o ámbito territorial.»


Por tanto, debemos tener en cuenta que los principios de sostenibilidad que impregnan nuestro ordenamiento urbanístico no son meras determinaciones sectoriales sino la esencia del urbanismo contemporáneo y así la evaluación de planes proviene tanto de las directivas, como de la jurisprudencia europea  (10)  y la Ley 9/2006, la consagra con carácter básico para todo el estado, por lo que las legislaciones autonómicas deben contemplarla y en su caso ampliarla.
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